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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTOR 

1) Introducción

1. Desde 1999, los principales cambios en la contribución de los diferentes sectores al PIB nominal fueron la disminución de la parte de la agricultura (incluidas la silvicultura y la pesca), del 17,1 al 15,3 por ciento en 2004, y el aumento de la parte de la manufactura, del 21,6 al 23 por ciento.  El sector más importante sigue siendo el de los servicios, que representa el 60,7 por ciento del PIB en 2004 y que prácticamente no se ha modificado desde 1999 (60,6 por ciento), siendo también el principal empleador, dado que representaba el 53,9 por ciento del empleo en 2004, seguido por la agricultura (36 por ciento) y la manufactura (9,7 por ciento).  La política agrícola sigue orientada principalmente hacia la autosuficiencia, mientras que, en las políticas que afectan al sector de la manufactura, siguen manteniéndose en parte las anteriores estrategias de sustitución de las importaciones y de "empresas modelo".  Esas estrategias incluyen lo que parece ser un reciente retroceso, al menos parcial, del programa unilateral de reforma arancelaria, y del reajuste de la estructura arancelaria, efectuado para ayudar temporalmente a los productores nacionales y promover el desarrollo industrial en sectores prioritarios, como el acero y los productos petroquímicos.  En el sector de la energía, la política también se ha orientado a promover la autosuficiencia a través de la diversificación de las fuentes de energía.  Se han hecho esfuerzos sustanciales por reestructurar el sector de la electricidad.  La liberalización del sector de los servicios ha continuado, pero su avance en los ámbitos clave, como el de la electricidad, ha sido lento.
2. El sector de la agricultura mantiene su importancia, dado que alrededor del 70 por ciento de la población pobre depende de la agricultura o de actividades conexas.  En el sector de la agricultura, la protección tiene por objeto promover el crecimiento, pero la productividad sigue siendo baja.  El deterioro de la competitividad internacional de los productos principales, como el azúcar, los cocos y las frutas, ha perjudicado los resultados de la exportación.  La parte de la agricultura en el total de las exportaciones se ha mantenido baja, con un ligero aumento del 5 por ciento en 1999, al 6 por ciento en 2003.  La agricultura sigue protegida por derechos relativamente elevados, contingentes arancelarios y obstáculos no arancelarios, en especial una restricción cuantitativa al arroz y reglamentaciones MSF estrictas (aplicadas, por ejemplo, a los productos de la fruta y de la carne).  La producción y la elaboración de azúcar siguen protegidas y fuertemente reguladas, y si bien atienden a las necesidades del mercado interno, dependen, en gran medida, de las exportaciones realizadas a precios superiores a los Estados Unidos, dentro del contingente de exportación preferencial.  Para evitar la reducción de los tipos arancelarios aplicados fuera del contingente, que son del 65 por ciento para el azúcar en bruto y refinado, se negoció, en el marco de la OMC, un aumento de las consolidaciones del 50 al 80 por ciento, para su aplicación a partir de julio de 2003.  El Servicio Nacional de Alimentación (NFA) sigue sosteniendo los precios del arroz y del maíz, sobre todo para garantizar la seguridad alimentaria;  recientemente, esta medida se extendió al azúcar.  Sin embargo, tratar de alcanzar la seguridad alimentaria a través de la protección, mediante el sostenimiento de precios más altos destinados a elevar los ingresos agrícolas, es ineficiente y costoso para la economía, y distorsiona la asignación de recursos porque incentiva la producción.  También perjudica a los consumidores, especialmente a los pobres, y no es compatible con el objetivo de mantener los precios a niveles asequibles.

3. En el sector de la manufactura, la producción se centra en los alimentos, las bebidas y el tabaco, los artículos electrónicos y de comunicaciones, y en las prendas de vestir.  Aparte de los dos sectores mencionados en último término, que representaron respectivamente casi el 70 y el 6 por ciento de las exportaciones de mercancías en 2003, los productos manufacturados están destinados al mercado interno.  El arancel de Filipinas muestra progresividad en ciertas industrias, lo que ha promovido el desarrollo de un sector manufacturero concentrado en la elaboración de componentes.  Las industrias orientadas hacia la exportación, como la electrónica, están situadas principalmente en las zonas de elaboración para la exportación y funcionan con arreglo a un régimen preferencial, aprovechando, entre otras cosas, las importaciones libres de derechos.  Las exportaciones de productos textiles y prendas de vestir, que dependían de los contingentes preferenciales para acceder a los mercados protegidos, sobre todo el de los Estados Unidos, probablemente resulten perjudicadas por la eliminación de los contingentes en 2005.  El Gobierno ha reconocido la necesidad de mejorar la productividad del sector para que pueda competir con los proveedores con menores costos.  Se mantiene un nivel relativamente elevado de ayuda al sector de los vehículos automóviles, pese a la eliminación de las prescripciones en materia de equilibrio de las exportaciones y de contenido nacional, prevista para mediados de 2003, y a la reducción de la protección arancelaria.  El Programa de desarrollo de la industria de vehículos automóviles continúa promoviendo operaciones de ensamblaje y de manufactura de componentes ineficientes, mediante la aplicación de aranceles preferenciales del 1 y del 3 por ciento a los conjuntos importados completamente desmontados (a condición de que excluyan los componentes disponibles en el mercado interno).  Dichos aranceles son muy inferiores a los tipos aplicados a los vehículos importados, de alrededor del 30 por ciento.  Esta ayuda aumentará si los tribunales ratifican la prohibición general de importar vehículos automóviles usados, anunciada a fines de 2002.  
4. El Gobierno apoya la necesidad de liberalizar los servicios públicos y otros servicios clave para promover la eficiencia a través de la competencia y de la participación del sector privado.  Esas reformas se facilitarían si estuviesen respaldadas por medidas eficaces para prevenir los comportamientos anticompetitivos.  Tras prolongadas demoras, continúan, con renovado vigor, la reestructuración y la desregulación del sector eléctrico, incluida la privatización.  A fines de 2005, se privatizarán plantas de generación de energía eléctrica que representan el 70 por ciento de la capacidad de la Corporación Nacional de la Energía.  TRANSCO, la empresa titular del monopolio de la transmisión, también se privatizará, en este caso a través del régimen de la concesión, y será transferida a un único operador a mediados de 2005.  Desde mediados de 2006, está prevista la inauguración de un mercado eléctrico al por mayor;  la competencia en las operaciones de ventas al por menor y la apertura del acceso a la red de Luzón siguen previstas para julio de 2006.  Se están eliminando gradualmente las subvenciones cruzadas entre los usuarios de electricidad.  La inversión extranjera en los servicios públicos (aparte de la generación eléctrica) está limitada al 40 por ciento por una disposición constitucional,  lo que restringe la competencia.
5. Desde 1999, el Gobierno ha adoptado importantes medidas para fortalecer el sector financiero, sobre todo el bancario, de conformidad con las recomendaciones del Banco de Pagos Internacionales, que comprenden, entre otras cosas, la introducción de prescripciones en materia de coeficiente de garantía basado en el riesgo.  Desde 1999, aumentó la participación extranjera en los bancos nacionales;  sin embargo, a finales de 2004, los bancos extranjeros, incluidas las sucursales, representaban sólo el 14 por ciento del total de los activos bancarios, todavía por debajo del límite permitido del 30 por ciento (los bancos con participación mayoritaria nacional deben ser titulares de al menos el 70 por ciento del total de los activos bancarios).  La política del Gobierno ha emprendido la racionalización del sector bancario mediante la reducción del número de bancos pequeños.  En junio de 2000, se aplicó una moratoria de tres años, después prorrogada, al establecimiento de bancos nuevos, incluidas las sucursales de bancos extranjeros, a fin de alentar las compras de bancos.  El límite del 60 por ciento a la participación extranjera en los bancos nacionales se canceló hasta junio de 2007, para permitir a los inversores extranjeros adquirir el 100 por ciento de los bancos, sujeto a la autorización de la Junta Monetaria.  También sigue en vigor la prohibición efectiva de establecer nuevas sucursales de bancos extranjeros, después de que se concedieran 10 licencias adicionales a mediados del decenio de 1990.  Es posible que esas restricciones reduzcan la competencia.  El sector bancario adolece de altos niveles de créditos fallidos, equivalentes al 12,5 por ciento del total de los préstamos otorgados hasta fines de 2004;  esos créditos fallidos, sumados a las deficiencias del sistema de clasificación de préstamos y al continuo y amplio apoyo de la Corporación de Seguros de Depósitos de Filipinas, plantean preocupaciones prudenciales, incluso con respecto a la posible subcapitalización de los bancos.  
6. No se mantienen restricciones al acceso a los mercados con respecto a la mayoría de los servicios de telecomunicaciones, y la competencia es impulsada por los mecanismos de entrada y salida del mercado, que se mantienen relativamente libres de limitaciones.  Sin embargo, la dispersión geográfica del mercado podría restringir la competencia en beneficio del proveedor dominante, Philippine Long Distance Telephone Company (PLDT).  Aunque es de carácter obligatorio, la interconexión ha sido lenta y también puede haber obstaculizado, en cierta medida, la competencia.  En la actualidad, a través de las tarifas de acceso se proporcionan subvenciones cruzadas para financiar los servicios locales que no son rentables, lo que no sólo es incompatible con un mercado competitivo sino que ha menguado la transparencia de la interconexión y aumentado las tarifas de acceso.  Se están adoptando cargos de interconexión competitivos, al por mayor y basados en el costo.  Por disposición constitucional, la participación de capitales extranjeros en el sector de las telecomunicaciones se limita al 40 por ciento.  La flexibilización de ese límite facilitaría un mayor acceso al mercado y mejoraría la eficiencia.  
7. Durante el período objeto de examen, se dedicaron esfuerzos a liberalizar los servicios de transporte aéreo.  Sin embargo, Philippine Airlines (PAL) sigue siendo prácticamente la única aerolínea nacional autorizada a prestar servicios internacionales, y los acuerdos bilaterales sobre servicios aéreos mantienen disposiciones relativamente restrictivas.  La participación extranjera en las compañías de transporte filipinas sigue limitada al 40 por ciento, por disposición constitucional.  La desregulación del transporte marítimo ha progresado mucho más, ya que se han desregulado las tarifas (pero sin incluir, al parecer, las tarifas de pasajeros de tercera clase y el transporte de ciertos productos primarios no contenedorizados) y las rutas, excepto en casos de monopolio o de competencia ineficaz.  No obstante, se prohíbe el cabotaje y la participación extranjera se limita al 40 por ciento, por disposición constitucional.  En 2004, se introdujeron incentivos a la inversión a fin de prestar apoyo al transporte marítimo y a la industria de la construcción naval nacionales;  a partir de 2014, también se restringirá gradualmente la importación de buques, en espera de una evaluación de la capacidad del sector de la construcción naval nacional.

2) Agricultura

i) Visión general

8. La parte de la agricultura en el PIB a precios corrientes declinó del 17,1 por ciento en 1999 al 15,3 por ciento en 2004 (el 14,8 por ciento en 2003), a pesar de los niveles de protección relativamente altos aplicados para promover el crecimiento del sector (cuadro I.2).
  No obstante, la agricultura representó el 36 por ciento del empleo en 2004 (el 38,8 por ciento en 1999), y el 70 por ciento de la población pobre depende de la agricultura o de las actividades conexas.  Las exportaciones de productos agrícolas, sobre todo los productos del coco y las frutas, aumentaron ligeramente, del 5 por ciento en 1999, al 6 por ciento del total de las exportaciones realizadas en 2003.  El crecimiento de la agricultura se ve dificultado por la baja productividad de la mano de obra y de la tierra.  La decreciente competitividad de los productos tradicionales perjudica los resultados de la exportación.
  Ello se debe sobre todo a las explotaciones agrícolas de pequeña escala, a la ineficiencia e insuficiencia de la inversión pública, incluso en los servicios básicos, a las deficientes políticas agropecuarias y a un marco institucional que ha distorsionado los incentivos económicos.

9. En el sector agropecuario predominan los pequeños terratenientes, cuyos establecimientos tienen una superficie media de unas 2 hectáreas.  Alrededor del 15 por ciento de las tierras de cultivo (la misma superficie que en 1990), es decir, la mitad de la superficie potencial, se riega.  El arroz, el maíz y el coco ocupan aproximadamente el 85 por ciento de las tierras de cultivo.  Alrededor del 60 por ciento de la producción se origina en cultivos, que comprenden principalmente el arroz (22 por ciento del total del valor agrícola en 2003), el coco (7 por ciento), la banana (6 por ciento), el maíz (6 por ciento), la caña de azúcar (4 por ciento), el mango (3 por ciento), la piña (2 por ciento), y el café (1 por ciento).  El coco (principalmente en forma de aceite), las frutas (bananas, piñas y mangos) y el azúcar siguen siendo los principales productos agrícolas de exportación.  La producción ganadera consiste principalmente en aves de corral (18 por ciento) y porcinos (17 por ciento).  
ii) Evolución de las políticas

10. En el sector agrícola, la protección aumentó sustancialmente entre 1994 y 1998, tras la "tarificación" de los obstáculos no arancelarios con aranceles elevados y/o tipos fuera de contingente.  Estas medidas, sumadas a las restricciones cuantitativas a las importaciones en el caso del arroz (y, al parecer, del pescado), y las medidas MSF en materia de permisos de importación, contribuyen a una protección relativamente alta del sector agropecuario.
  El arroz también está sujeto a un arancel del 50 por ciento, y los contingentes arancelarios aplicados al café, al maíz, a los animales vivos, las carnes, las patatas y el azúcar, son restrictivos;  a menudo, los contingentes no se utilizan y los productos están sujetos a derechos fuera de contingente relativamente elevados, que normalmente ascienden al 40 por ciento (capítulo III).  También se aplican derechos elevados, generalmente del 40 por ciento, a ciertas hortalizas, frutas y productos de la carne.  El Servicio Nacional de Alimentación, el órgano de comercialización de cereales del Gobierno, controla las importaciones de arroz y proporciona ayuda, en forma de sostenimiento de precios, a los productores de arroz, de maíz y de azúcar, en el último caso desde 2004.  La protección tiene por objeto alcanzar la autosuficiencia, sobre todo en lo que respecta al arroz, garantizar que los precios de los alimentos sean lo suficientemente altos y estables como para fortalecer los ingresos de los agricultores y aliviar la pobreza en las zonas rurales, y al mismo tiempo, mantener los precios a los consumidores en un nivel asequible.  Sin embargo, el elevado nivel de protección ha contribuido a la falta de competitividad del sector, dado que decrecen los incentivos para que los agricultores reduzcan los costos de producción y aumenten la eficiencia y, además, porque se percibe como menos urgente la necesidad de que el Gobierno financie una infraestructura agrícola pública y servicios de apoyo esenciales.
 

11. La Ley de Modernización de la Agricultura y de la Pesca, de 1997, sigue regulando las políticas agropecuarias y pesqueras.  El objetivo de dicha ley era mejorar la competitividad y promover la autosuficiencia a través de la modernización.  La Ley estableció exenciones arancelarias para una gran cantidad de insumos agrícolas y pesqueros importados, hasta febrero de 2003.  La Ley de la República Nº 9281, de 2004, prorrogó hasta 2015 la ayuda anual mínima del sector público a la agricultura, que ascendía a 20.000 millones de pesos, y dispuso un aumento de la ayuda de al menos 17.000 millones de pesos.  El aumento se financiará, al menos en parte, mediante los ingresos arancelarios y los ingresos generados por los derechos compensatorios, antidumping y de salvaguardias especiales aplicados a las importaciones agrícolas.  
12. Las tasas nominales de protección, que reflejan la medida en que los consumidores se perjudican a causa de los precios internos, que superan los niveles mundiales, aumentaron durante el decenio de 1990 para el arroz, el maíz y el azúcar.  Desde 1995 hasta 2000, la tasa nominal fue, como promedio, del 71 por ciento para el arroz, el 87 por ciento para el maíz y el 106 por ciento para el azúcar, en comparación con el 19 por ciento, el 76 por ciento, y el 81 por ciento en el período 1990‑1994.
  En el período 1995-2000, las tasas nominales aplicadas a la carne porcina y de pollo se mantuvieron relativamente altas, en un 29 y 45 por ciento, respectivamente, aunque disminuyeron en comparación con años anteriores.  El uso constante de obstáculos arancelarios y no arancelarios para proteger a los agricultores contra la competencia de los productos importados indica que, en el sector agrícola, los tipos nominales se mantuvieron en niveles altos.  La ayuda a través del sostenimiento de precios y de obstáculos a la importación causa grandes distorsiones y es ineficiente, porque los mayores precios de los productos agrícolas alientan directamente la producción.  Contrariamente a lo que persiguen los objetivos de la política, la protección que aumenta los precios de los productos básicos puede aumentar la pobreza e ir en detrimento de la seguridad alimentaria, porque reduce la capacidad de comprar alimentos del sector más pobre de la población.  
13. Las disparidades entre las tasas efectivas de protección (resultantes de los niveles nominales de protección y que miden la protección neta del valor añadido de la actividad) entre diferentes actividades y sectores causan una asignación indebida de los recursos, dentro de los sectores y entre ellos.  Aunque, en cierto momento, las tasas efectivas de protección para la manufactura eran superiores a las de la agricultura, actualmente sucede lo contrario (cuadro IV.1).  Así pues, aunque la protección efectiva general había disminuido al 16 por ciento en 1999 y al 14 por ciento en 2004, durante el decenio de 1990 declinó con más lentitud en el sector agrícola, debido, en parte, a los mayores niveles de protección aplicados al arroz, al maíz y al azúcar.
  La protección relativa de la agricultura y la manufactura evolucionó desde una protección orientada contra la agricultura en el período 1990-1995, a una protección cada vez más favorable a dicho sector a partir de 1996.
  En 2004, la protección efectiva para el sector agrícola fue del 19,8 por ciento, en comparación con el 15,2 por ciento para el sector manufacturero.  En 2004, el promedio de los aranceles agrícolas (basado en aranceles fuera de contingente) fue notablemente superior al promedio de los aranceles aplicados a los productos manufacturados (capítulo III).  Así, la actual estructura asistencial favorece a las actividades agrícolas más que a las manufactureras, y a los productos que compiten con las importaciones más que a las exportaciones, sobre todo de productos manufacturados.  Las disparidades en la protección también parecen haberse ampliado, incluso entre los sectores de la agricultura y de la manufactura y dentro de ellos, lo que indica un aprovechamiento menos eficaz de los recursos y una posible pérdida de, cuando menos, algunos de los beneficios económicos relacionados con los menores niveles de protección.

14. El Programa de Crédito y Financiación para la Modernización del Sector Agrícola proporciona créditos agrícolas utilizando mecanismos basados en el mercado, que incluyen la aplicación de los tipos de interés del mercado.  Este programa constituye un plan general de garantía para la financiación y los créditos otorgados a los sectores de la agricultura y la pesca, y reemplaza a los fragmentados programas subvencionados de crédito dirigido, administrados por los organismos gubernamentales no financieros para ayudar a la agricultura, entre otros sectores.  A fines del decenio de 1990 existían más de 85 programas de crédito dirigido, administrados por 21 organismos.
  Mientras que el crédito total concedido a la agricultura a través de los programas de crédito directo ascendió a casi 20.000 millones de pesos en 1996 (casi el 40 por ciento del total de los programas de crédito directo), esas políticas de crédito subvencionadas resultaron costosas e ineficaces para mejorar el acceso al crédito de los agricultores, debido a incumplimientos de gran magnitud en el pago de préstamos y la consecuente merma de los fondos de los créditos.
  Conforme al Programa de Crédito, las instituciones financieras del Gobierno actúan como administradores de fondos de créditos al por mayor, para alentar a las instituciones privadas a proporcionar préstamos agrícolas.  La administración del Programa se ha retrasado considerablemente.  Los programas de crédito directo para la agricultura debían suprimirse gradualmente en un plazo de cuatro años (es decir, para 2002).  El Consejo de Políticas de Crédito Agrícola, responsable de la consolidación de los programas de crédito directo, comenzó a consolidar los 38 programas del Departamento de Agricultura en 2002, cuyos fondos totalizarían 5.500 millones de pesos.
  Los fondos estatales adicionales se han demorado, y algunos organismos todavía proporcionan créditos subvencionados a los agricultores.

Cuadro IV.1

Tasas de protección efectivas, 1999-2004

(Porcentajes)

	Sector
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Agricultura, pesca y silvicultura 
	14,8
	14,8
	15,7
	13,8
	14,0
	14,4

	  Agricultura
	19,6
	19,6
	21,5
	20,0
	19,3
	19,8

	  Pesca
	6,3
	6,3
	4,3
	0,7
	3,9
	4,3

	  Silvicultura
	2,8
	2,8
	2,8
	3,1
	1,5
	1,5

	Minería
	0,4
	0,4
	0,4
	0,2
	0,4
	0,4

	Manufactura
	17,8
	17,8
	14,3
	15,3
	14,4
	15,2

	  Elaboración de alimentos
	32,5
	32,5
	27,0
	32,6
	30,5
	31,6

	  Bebidas y tabaco
	13,7
	13,7
	7,8
	1,9
	4,2
	8,5

	  Textiles, prendas de vestir y calzado
	11,8
	11,9
	8,4
	6,2
	3,1
	3,4

	  Madera y productos de madera
	15,9
	15,9
	10,0
	5,6
	7,7
	7,0

	  Muebles y accesorios
	10,3
	10,4
	12,1
	9,0
	9,4
	9,4

	  Productos de papel, caucho, cuero y plástico 
	10,5
	10,0
	8,6
	6,5
	7,0
	6,8

	  Productos químicos (Chemical & chemical products)
	6,7
	6,7
	5,3
	4,1
	4,2
	4,9

	  Productos minerales no metálicos
	3,7
	3,7
	3,3
	3,1
	3,3
	3,3

	  Metales básicos y productos metálicos 
	8,3
	7,9
	6,6
	4,3
	4,9
	4,9

	  Maquinaria 
	8,2
	8,2
	6,2
	5,0
	4,4
	4,2

	  Manufacturas diversas
	4,9
	4,9
	3,5
	2,6
	3,1
	3,0

	Total
	16,3
	16,3
	14,1
	14,3
	13,7
	14,4


Nota:
Las estimaciones de las tasas efectivas de protección se basan en el cuadro de Insumos/Producción de 1988.

Fuente:
Comisión Arancelaria de Filipinas.

15. Hay incertidumbres con respecto a las reformas agrarias.  La certificación de tierras ha quedado por debajo de la meta anual de 100.000 hectáreas.  Los beneficiarios de las reformas agrarias no pueden vender ni transferir tierras por 10 años a partir de la certificación, y entonces, sólo pueden enajenar cinco hectáreas, en tanto que el resto debe ser vendido al Gobierno.  Esta situación ha impedido el desarrollo de mercados de la tierra eficientes y ha limitado el uso de la tierra como garantía para préstamos, lo que desalienta la inversión en agricultura.
  La inversión extranjera en la agricultura, en general, está prohibida.
  Los extranjeros, incluidas las sociedades con 60 por ciento o menos de capital nacional, no pueden poseer tierras de cultivo, pero las pueden arrendar por 25 años, prorrogables por igual término, sujeto a limitaciones por zonas.  
iii) Actividades seleccionadas

a)
Arroz
16. Filipinas es casi autosuficiente en lo que respecta al arroz.  En 2003, su producción aumentó casi un 2 por ciento, a 13,5 millones de toneladas (11,8 millones en 1999) y las exportaciones son mínimas.  Protegen al arroz un arancel del 50 por ciento y un contingente de importación, establecido, cada año, por un comité interinstitucional presidido por el Secretario del Departamento de Agricultura, y que refleja el déficit de la producción interna.  En 2004, el contingente de aproximadamente 800.000 toneladas se utilizó íntegramente y excedió en forma sustancial el volumen de acceso mínimo comprometido con arreglo al Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC (238.940 toneladas en 2004, en comparación con 134.400 toneladas en 2001).  Por lo tanto, Filipinas ha cumplido con sus compromisos multilaterales respecto del arroz, que estaba exento de la "tarificación" hasta 2005.  Sin embargo, es probable que el contingente de importación no se suprima en 2005 conforme a lo previsto.
  Las autoridades indican que el uso de arroz importado no está sujeto a restricciones y que se vende a los consumidores a través de minoristas autorizados y acreditados.  El Servicio Nacional de Alimentación (NFA) comenzó a pagar el arancel del 50 por ciento sobre el arroz en 2002, y a pesar de haber adoptado algunas medidas de desregulación secundarias, en los hechos se mantiene como el único exportador e importador (capítulo III).
 

17. El NFA compra arroz paddy en el mercado local, tanto a pequeños agricultores individuales como a los que son miembros de organizaciones, a precios de sostenimiento (actualmente, 10 pesos por kg), que se fijan como los precios mínimos necesarios para alcanzar un rendimiento de la inversión "razonable" (capítulo III).  También administra varios programas de intervención indirecta en el mercado, como el Programa de Incentivos para la Compra de Arroz a Agricultores (FAIR), destinado a alentar las ventas al Servicio Nacional de Alimentación.
  Hay programas de subvenciones al arroz para los pobres, como el Programa de Distribución de Arroz Orientado a Beneficiarios Específicos, mediante el cual se distribuye arroz a determinados beneficiarios en regiones deprimidas.  En 2001, el último año respecto del cual se dispone de datos, Filipinas gastó 3.100 millones de pesos (4.300 millones en 2000) para sostener los precios del arroz.
  En 1999, el costo anual que representó para la economía el Servicio Nacional de Alimentación, por encima del presupuesto anual, se estimó en 49.000 millones de pesos.
  Este organismo sigue necesitando fondos públicos adicionales debido a su precaria situación financiera.  
b)
Azúcar 
18. En 2003, la producción de caña de azúcar aumentó un 16 por ciento, a 24,0 millones de toneladas (en 1999, la producción ascendió a 23,8 millones de toneladas).  En el largo plazo, las exportaciones descendieron, pero en 2003 aumentaron sustancialmente, a 53 millones de dólares EE.UU. (f.o.b.) (en 1999, 33,1 millones de dólares EE.UU.), lo que representa alrededor del 10 por ciento del valor de la producción.  La Dirección de Reglamentación del Azúcar administra estrictamente la oferta, con inclusión del cultivo, la elaboración y la exportación.  La industria depende, en gran medida, de las exportaciones que realiza, a precios superiores a los mundiales, al mercado de los Estados Unidos, con arreglo a su contingente preferencial;  las ventas a otros mercados son mínimas.
  El contingente de exportación a los Estados Unidos se ha mantenido en aproximadamente 137.350 toneladas por peso de caña (unas 142.000 toneladas de azúcar refinado), equivalentes a alrededor del 6 por ciento del volumen de la producción.  Las autoridades indican que el contingente siempre se utiliza, a menos que las autoridades estadounidenses indiquen lo contrario, como sucedió en los tres últimos años contingentarios, de 1999-2000 a 2001-2002, cuando la utilización del contingente se redujo al 55 por ciento.  Se esperaba que esta situación se produjese nuevamente en el año contingentario 2004‑2005, en el cual, debido a solicitudes de los Estados Unidos, probablemente se exporten solamente unas 97.000 toneladas (alrededor del 70 por ciento del contingente).  Se sigue concediendo al azúcar una protección relativamente elevada.  Las importaciones se restringen mediante un contingente arancelario (62.627 toneladas en 2004), con tipos dentro del contingente del 50 por ciento y tipos fuera de contingente del 65 por ciento para el azúcar en bruto y refinado (50 por ciento para el azúcar de remolacha).  En respuesta a presiones de los productores de azúcar nacionales, Filipinas celebró negociaciones en el marco del artículo XXVIII de la OMC para elevar al 80 por ciento los tipos arancelarios consolidados fuera de contingente para el azúcar de caña en bruto (partida arancelaria 1701.11) y para el azúcar de caña o de remolacha refinado (partida arancelaria 1701.99), desde el nivel final del 50 por ciento acordado en la Ronda Uruguay, a partir del 1º de julio de 2003.

19. La Dirección de Reglamentación del Azúcar clasifica al azúcar en varias categorías a fin de controlar su producción y distribuir los márgenes de precios de las exportaciones a los Estados Unidos y las ventas internas entre los productores y los elaboradores de caña.  Los contingentes de producción se aplican mediante el sistema de "quendan".
  El azúcar se clasifica como "A" (azúcar para el mercado estadounidense), "B" (azúcar para consumo interno), "C" (reservas de azúcar determinadas conforme a las necesidades), y "D" (azúcar para el mercado mundial).
  El azúcar se debe depositar en almacenes registrados pertenecientes a los ingenios azucareros y sólo los titulares de quendan pueden retirar azúcar.  Según las autoridades, este sistema garantiza la viabilidad económica del sector, lo que permite a los productores de caña y a los molineros recibir un rendimiento "justo" de la inversión.  Sin embargo, esta administración de la oferta distorsiona los incentivos y genera deficiencias en el cultivo y la molinería.  En particular, el hecho de promediar los precios entre el mercado de los Estados Unidos, cuyos precios son superiores, y el mercado interno, distorsiona las señales relativas a los precios y, por ende, la producción.  El arreglo de distribución de ingresos que asigna entre el 60 y el 70 por ciento del rendimiento a los productores y el resto a los molineros (Ley de la República Nº 809) también acarrea distorsiones y reduce los incentivos a la inversión.
  No obstante, las autoridades señalan que, aunque el sistema debe mejorarse, se ha fortalecido la eficiencia de los ingenios.  Una de las medidas que se estudian para alentar la eficiencia consiste en la aplicación de un pago básico que dependa de la calidad de la caña.
20. En 2004, el NFA amplió el sostenimiento de los precios del mercado a fin de estabilizar los precios del azúcar.  Según las autoridades, los productores necesitaban mejores rendimientos para impedir que los excedentes de producción redujeran los precios a niveles inaceptables.  El NFA adquirió azúcar de tipo "C" a un costo total de 612 millones de pesos (44.248 toneladas a un precio bruto de liquidación de 700 a 720 pesos por cada bolsa de 50 kg).  A pesar de que esta práctica se mantiene en vigor en 2005, se la considera temporal.  
c)
Otros productos
21. En 2003, la producción de nueces de coco aumentó un 1 por ciento, a 14,3 millones de toneladas (12,1 millones de toneladas en 1999).  Filipinas es un importante exportador de productos de coco.  En 2003, el aceite de coco, su principal exportación agrícola, aumentó abruptamente a 505 millones de dólares EE.UU. (342 millones de dólares EE.UU. en 1999), equivalente al 1 por ciento del total de las exportaciones y al 22 por ciento de las exportaciones agrícolas.  Las importaciones de cocos y de productos del coco están sujetas a derechos NMF que suelen ser del 15 por ciento.

22. La responsabilidad por el desarrollo de este sector recae en el Servicio de la Explotación del Coco de Filipinas.  Sus funciones de comercialización comprenden la coordinación entre los importadores y los compradores locales con los productores y proveedores adecuados, la promoción de inversiones, productos y actividades de comercialización, y la supervisión y difusión de información sobre el mercado.  Los productores, los elaboradores y los comerciantes deben registrarse ante el Servicio.  Éste dicta prescripciones relativas a la exportación y al despacho de los productos.  Actualmente, estas prescripciones se encuentran suspendidas con objeto de promover las exportaciones, con excepción de los materiales necesarios para el cultivo de cocos, como plantones y semillas de coco, para cuya exportación se requieren certificados MSF.
23. Las participaciones del Gobierno en las plantas de elaboración (fábricas de aceite de coco, refinerías y plantas de secado) se vendieron en el decenio de 1970.  Operadores privados adquirieron varias fábricas de aceite de coco con fondos provistos por el Fondo de Estabilización del Consumo de Coco, un impuesto aplicado a los elaboradores hasta 1982 para subvencionar los precios de ciertos productos, principalmente la copra y el aceite de cocina.
  Según las autoridades, la única reglamentación relativa a la elaboración que queda vigente se refiere al establecimiento y la capacidad de las plantas de secado, y está destinada a asegurar que las plantas nuevas se ubiquen en zonas no saturadas, con amplio suministro de cocos, a fin de evitar la competencia excesiva y la elaboración de productos de baja calidad.  
24. En 2003, las bananas y las piñas, las principales frutas de exportación, representaron el 21 por ciento de las exportaciones agrícolas (22 por ciento en 1999) y el 1 por ciento del total de las exportaciones realizadas en 2003.  En 2003, la producción de bananas aumentó un 2 por ciento, a 5,4 millones de toneladas (4,6 millones de toneladas en 1999) y la producción de piñas un 3 por ciento, a 1,7 millones de toneladas (1,5 millones de toneladas en 1999).  La fruta está sujeta a derechos de hasta un 15 por ciento.  Por ejemplo, se aplica a la banana un derecho del 15 por ciento y a la piña, del 10 por ciento.  Para importar fruta fresca se requiere un análisis de riesgos de importación y un certificado fitosanitario.  Las restricciones al ingreso en el sector del cultivo de la banana permiten a los productores determinar los niveles de exportación y favorecen la existencia de un cartel.

iv) Pesca 

25. En 2003, la pesca y la elaboración de pescado aportaron alrededor del 2 por ciento del PIB y el 4 por ciento del empleo.  En 2003, las exportaciones de productos de la pesca totalizaron 524 millones de dólares EE.UU. (480 millones de dólares EE.UU. en 1999), y representaron el 1 por ciento del total de las exportaciones.  Las importaciones de productos de la pesca son insignificantes, en parte debido a las reglamentaciones del Gobierno, que incluyen la aplicación de controles a la importación y la exportación para garantizar la seguridad alimentaria.

26. La pesca sigue reglamentada por el Código de Pesca de 1998 y por sus normas y reglamentos, adoptados en 2000.  El Código tiene por objeto preservar, proteger y ordenar la pesca de forma sostenible y optimizar el aprovechamiento de los recursos marinos para garantizar la seguridad alimentaria.  A pesar de los esfuerzos por introducir un ordenamiento sostenible de la pesca, la sobrepesca ha reducido considerablemente las poblaciones de peces.  Se otorgaron incentivos especiales a los pescadores comerciales por cinco años (hasta el 9 de febrero de 2005) para alentar la pesca a mayor distancia de las costas, entre los que se contaban préstamos a largo plazo para construir o mejorar los barcos y artes de pesca, y la importación libre de impuestos y de derechos de artes y de barcos de pesca de no más de cinco años de antigüedad.  También se concedieron bonificaciones fiscales y de derechos sobre el combustible consumido, por tiempo indefinido.  Además, la Junta de Inversiones da incentivos a los elaboradores registrados de productos de la pesca.
27. Para evitar la sobrepesca, el Código de Pesca estableció un sistema de permisos de pesca que sería aplicado por el Departamento de Agricultura, basado en contingentes de captura fijados de acuerdo con los rendimientos máximos sostenibles determinados sobre una base científica.  Sin embargo, este sistema todavía no se ha puesto en práctica y se siguen expidiendo permisos de pesca prácticamente sin restricciones, incluso por parte de los gobiernos municipales, aunque, según las autoridades, la mayor parte de las poblaciones de peces pelágicos y demersales han alcanzado los niveles del rendimiento máximo sostenible.  Se está revisando el actual régimen de acceso, así como las políticas de concesión de permisos, como parte del "criterio de precaución" que el Gobierno aplica para el ordenamiento de la pesca, y las autoridades señalan que el sistema de licencias propuesto se pondrá en práctica cuando se complete el inventario de la flota pesquera nacional y finalice la moratoria de un año a la expedición de nuevos permisos para barcos y artes de pesca comercial, cuyo inicio estaba previsto para el 30 de octubre de 2005.
  Tampoco se han aplicado las disposiciones relativas al cobro de derechos por la expedición de Permisos para Barcos de Pesca Comercial, cuyo objeto era reflejar las "rentas de recursos" de las poblaciones de peces como parte del ordenamiento sostenible de la pesca.  Actualmente, la pesca sostenible se aplica a través de diversas disposiciones jurídicas, como reglamentos sobre el tamaño de la malla de las redes de pesca y la prohibición de métodos de pesca destructivos.  El Código de Gobierno Local de 1991 y el Código de Pesca establecen la división de responsabilidades entre las municipalidades y el Gobierno nacional.  Se otorgan preferencias sobre el uso de los recursos marinos a las comunidades locales que residen junto a las aguas municipales.  Los barcos de pesca comerciales de pequeño y mediano tamaño requieren un permiso del jefe local del poder ejecutivo para pescar ciertas especies en las subáreas de las aguas municipales.

28. En 2004, los derechos aplicados a los peces vivos oscilaban entre el 1 y el 15 por ciento, con un promedio del 6,9 por ciento, lo que representa una disminución con respecto al promedio de 9,5 por ciento alcanzado en 1999.  Los tipos respectivos aplicados al pescado elaborado fueron del 3 por ciento al 15 por ciento, y del 9.8 por ciento, también por debajo del tipo medio alcanzado en 1999 (13 por ciento).  Las importaciones de pescado se restringen principalmente mediante obstáculos no arancelarios.  Sólo se permiten cuando el Departamento de Agricultura, tras celebrar consultas con el Consejo de Administración de los Recursos Pesqueros y Acuáticos, certifica que las importaciones son "necesarias".  Se expide un "certificado de necesidad", si la importación es esencial para lograr la seguridad alimentaria (teniendo en cuenta los cambios demográficos, las tendencias nacionales e internacionales del comercio de pescado, y la oferta y la demanda), y si las importaciones no dañan o amenazan dañar la industria de la pesca nacional.  Una vez obtenido el certificado, cualquier importador puede presentar una solicitud de importación de pescado fresco, refrigerado o congelado, lo que también requiere un permiso de importación de la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos.  El pescado que se importa para enlatar o elaborar, incluso en el caso de compradores que son instituciones, no requiere certificado alguno, pero debe estar amparado por un permiso.  Cada embarque de productos de la pesca importados se debe someter a exámenes microbiológicos y físicos para recibir un Certificado Sanitario y Fitosanitario para Productos de la Pesca.
  Los reglamentos sobre la importación de especies exóticas vivas y de langostinos y camarones vivos se basan en el "análisis de riesgos de las importaciones" y en las actuales leyes sobre seguridad biológica.
29. Las exportaciones de pescado se reglamentan a fin de garantizar la seguridad alimentaria, proteger la salud humana y cumplir las prescripciones sanitarias de los mercados de exportación.  Las exportaciones requieren un permiso para cada envío, que expide la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos.  Los permisos tienen una validez de 30 días, y los que no se utilizan se cancelan automáticamente.  Las exportaciones de peces vivos están prohibidas a menos que las especies provengan de criaderos y estanques autorizados, pero, según las autoridades, esta medida no se ha aplicado.  Las exportaciones deben tramitarse en establecimientos que, conforme a un certificado de la Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos, cumplen los Procedimientos Operativos Normalizados en materia de Sanidad y del sistema de análisis del riesgo en puntos críticos de control (HACCP).  La Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos realiza la inspección previa a la expedición.  
30. El uso y la explotación de los recursos pesqueros y acuáticos están reservados exclusivamente a personas filipinas.  La Constitución prohíbe la participación de capital extranjero en la explotación de la pesca, y establece un límite del 40 por ciento en el caso de los buques de pesca comercial de altura.  Las plantas de elaboración de pescado situadas en zonas económicas especiales pueden ser íntegramente de propiedad extranjera.
3) Minería y energía 

31. Los objetivos principales del Plan de Energía 2004-2013 son garantizar un suministro de energía estable a precios "justos y razonables" que permitan la recuperación de costos "justos" y un rendimiento razonable, y diversificar las fuentes de energía, incluida la duplicación de la capacidad de energía renovable.  El objeto del Plan es continuar aumentando la autosuficiencia del 55 al 58 por ciento para 2013.  En 2004, el petróleo importado (36 por ciento) y el gas (8 por ciento) constituyeron importantes fuentes de energía, y se prevé reducir su importancia relativa al 30 y al 4 por ciento respectivamente para 2013, y aumentar sustancialmente la utilización del gas de origen nacional (11 por ciento).

32. El Departamento de Energía sigue supervisando los resultados del sector.  Controla la oferta, la demanda, los niveles de existencias y los precios de ciertos productos.  El Departamento de Energía no posee facultades ni funciones de reglamentación, incluso sobre los precios de la energía.  Intenta asegurar el comportamiento competitivo dentro del sector.
33. En 2004, los derechos aplicados a los productos del petróleo oscilaron, en general, entre el 3 y el 7 por ciento, con un promedio de aproximadamente el 4 por ciento.  Los derechos aplicados al carbón y a la mayoría de los minerales fueron del 1, el 3, el 5 y el 7 por ciento, con un promedio del 5 por ciento.  Los derechos sobre el petróleo y los productos de la refinación, del 3 por ciento, se incrementaron al 5 por ciento a partir de 2005.  Según las autoridades, se trata de una medida de transición destinada a aumentar los ingresos hasta que se sancionen impuestos adicionales sobre el petróleo.

34. Los contratistas y los promotores de proyectos geotérmicos, de petróleo y de gas reciben incentivos especiales a la inversión, que comprenden, entre otros, la exoneración de todos los impuestos no relacionados con la renta, incluidos los impuestos y los derechos sobre la maquinaria, el equipo y las partes de repuesto importados, y una Subvención de Incentivo a la Participación Filipina.
  Los operadores y los promotores del sector de la minería tienen derecho a recibir incentivos fiscales con arreglo al Código General de Inversiones.  La exploración, las industrias extractivas, la transformación de minerales y el desarrollo de fuentes de energía renovables son las actividades preferidas incluidas en el Plan de Prioridades de Inversión y tienen derecho a recibir incentivos de la Junta de Inversiones e incentivos no fiscales.
35. Se admite una participación de capitales extranjeros del 100 por ciento para las licencias de exploración y transformación de minerales.  La Constitución impone un límite del 40 por ciento a la participación extranjera en los acuerdos relativos a minerales, como los acuerdos de producción compartida (los más habituales), los acuerdos de empresa mixta (no operacionales) y los acuerdos de coproducción.  No obstante, es probable que la inversión extranjera se vea impulsada por una reciente decisión judicial, que determinó la constitucionalidad de la participación de capitales extranjeros del 100 por ciento en acuerdos financieros o de asistencia técnica relativos a minerales.
  Estos acuerdos se reservan para grandes proyectos (de valores superiores a 50 millones de dólares EE.UU.), en los que el Gobierno recibe el 50 por ciento de los ingresos netos de la actividad minera (los ingresos menos los costos brutos de la actividad minera), con inclusión de los impuestos directos y de los aranceles aplicados al proyecto.  La minería en pequeña escala se reserva a nacionales filipinos.

ii) Petróleo y productos de petróleo

36. En el período que se examina no se han producido cambios importantes en la industria petrolera de la elaboración avanzada.  La Ley de la República Nº 8479 desreguló el sector en febrero de 1998.  Se eliminó así el mecanismo de transición consistente en la fijación automática de precios de paridad de importación, a fin de permitir que los precios fueran fijados por el mercado, y se abolió el Fondo para la Estabilización del Precio del Petróleo administrado por la Junta de Regulación de la Energía, cuya finalidad era absorber las diferencias entre los precios fijados por el Gobierno y los precios internacionales.  Se introdujeron medidas complementarias destinadas a fortalecer la competencia:  se prohibieron la cartelización, la fijación de precios predatorios y otras medidas que limitaran la competencia.  El Departamento de Energía y el Departamento de Comercio e Industria fomentan la equidad en el comercio e intentan prevenir las prácticas anticompetitivas.  Un grupo especial formado entre los Departamentos de Energía y de Justicia examina las reclamaciones de los consumidores relacionadas con aumentos de precios que no son "razonables".  Actualmente, el Departamento de Energía procede a la revisión de la Ley de la República Nº 8479.

37. Los precios internos reflejan los precios de paridad de importación (sujetos a los impuestos al consumo, derechos y costos de transporte).  No se aplican subvenciones cruzadas.
  El Departamento de Energía supervisa los precios internos al por mayor y al por menor de los productos refinados así como los niveles de la oferta, la demanda y las existencias.  Los refinadores y los importadores están obligados a mantener existencias mínimas por cuenta propia.  El Requisito de Existencias Mínimas se puso en práctica en enero de 2003 para garantizar una oferta adecuada de productos de petróleo a precios razonables, en vista de las tensiones geopolíticas en Oriente Medio.  Después de la guerra de Iraq, se redujo a 15 días de existencias para los refinadores y 7 días para los proveedores a granel y de GLP.
  
38. Desde que se desreguló el mercado (las ventas al por menor, la comercialización a granel, la distribución y el almacenamiento), los nuevos participantes sólo están obligados a notificar con antelación y proponer un plan de negocios a la Oficina de Gestión de la Industria del Petróleo, y obtener los permisos y autorizaciones comerciales "normales".  Los operadores deben notificar los envíos de importación y exportación y presentar informes mensuales y anuales sobre las ventas, las existencias (desglosadas por crudo y por productos), las compras en el mercado interno y las importaciones.  Los nuevos participantes han dependido principalmente de las importaciones para competir con las refinerías tradicionales (Shell Petroleum Corporation y Petron Corporation, en la que el Estado todavía mantiene una participación del 40 por ciento).
  Los competidores nuevos (más de 80 compañías) comprenden empresas nacionales como Flying V y Unioil, y extranjeras, como PTT, de Tailandia, Petronas, de Malasia, Total, de Francia, y Liquigas, de los Países Bajos.  En 2004, la participación de esas empresas ascendió al 14 por ciento del total del mercado (en el caso del mercado del GLP, a más del 40 por ciento).  El número de estaciones de servicio ha aumentado considerablemente;  el ingreso a ese mercado, con inclusión de la participación extranjera ilimitada, se desreguló en 2000.  Para 2005, el Gobierno ha previsto adoptar la Ley sobre el Bioetanol, que obligará a las empresas petroleras a utilizar un 5 por ciento de etanol en un plazo de dos años y un 10 por ciento antes de 2010, por razones ambientales y para fomentar el desarrollo rural;  el azúcar será la principal fuente de etanol.
 

39. Recientemente, se mejoraron las condiciones fiscales y contractuales para la exploración y el desarrollo de la industria petrolera, sobre todo para las actividades mar adentro.  Se permite la participación de capitales extranjeros del 100 por ciento en las actividades de exploración y extracción de petróleo.  Con sujeción a la aprobación del Presidente, los contratos de servicios pueden referirse a cualquier sector, incluidas las reservas nacionales, y se conceden por licitación pública o mediante negociaciones celebradas con el Departamento de Energía.  Sin embargo, la anterior práctica de adjudicar contratos para zonas definidas por el contratista mediante negociaciones y siguiendo el orden de presentación de las solicitudes, fue reemplazada, en 2003, por un sistema de "rondas competitivas de contratación pública", por el cual el Departamento de Energía adjudica las licencias de exploración ofreciendo zonas extensas y permitiendo la presentación de ofertas por subáreas seleccionadas.  El contratista de servicios recibe una remuneración estipulada y el Gobierno conserva la propiedad de todas las reservas que se descubran, además de proporcionar financiación.  La primera ronda se inauguró en agosto de 2003 y abarcó 46 bloques mar adentro.  Las licitaciones, con la intervención de inversores nacionales y extranjeros que satisfacían determinadas condiciones técnicas y financieras, como los niveles mínimos de capital de trabajo y un índice máximo de endeudamiento/capital de 3:1, se cerraron en marzo de 2004.  Las ofertas se evalúan sobre la base del programa de trabajo y otros factores, como el contenido nacional (10 por ciento).

40. La Compañía Petrolera Nacional de Filipinas (PNOC) es responsable de mantener un suministro estable de petróleo.  Se ha diversificado a fin de emprender negocios no relacionados con la exploración de petróleo y de gas, como la industria petroquímica, el desarrollo de energía (geotérmica, gas natural y electricidad), la minería del carbón y el transporte.  Si bien no se prevé la privatización de PNOC, se están vendiendo algunas de sus filiales.  La venta del 49 por ciento de su participación en el proyecto de gas Malampaya (a través de PNOC-EC) está en su etapa final, y la entidad dedicada a la energía geotérmica (PNOC-EDC) será privatizada en 2005.  También se prevé la privatización de PNOC Shipping and Transport Corporation (PSTC) y PNOC Development and Management Corporation (PDMC).

iii) Carbón

41. Se estima que el total de las reservas de carbón asciende a 330 millones de toneladas.  La producción de carbón aumentó de 2 millones de toneladas en 2003 a 2,7 millones de toneladas en 2004.  El carbón importado satisfizo el 71 por ciento de las necesidades totales de carbón en 2004, lo que representa una disminución con respecto al 90 por ciento registrado en 2000.
  Se espera que el consumo de carbón, que ascendió a un total de 9,4 millones de toneladas en 2004, se incremente a 16,9 millones de toneladas para 2013, sobre todo a causa de la generación eléctrica.  Está muy difundida la explotación de carbón en pequeña escala, y la mayor parte del carbón es de baja calidad.  PNOC-EC compra el carbón, lo mezcla con carbón importado de calidad superior, y lo vende a la Corporación Nacional de la Energía y a otros usuarios, como los fabricantes de cemento.  La Corporación Nacional de la Energía cumple la política del Departamento de Energía de comprar al menos el 10 por ciento del carbón  en el mercado local.  El resto se importa, principalmente de China y Australia, a un arancel NMF del 7 por ciento, y de Indonesia, a un arancel preferencial inferior (ASEAN) del 3 por ciento.  El carbón importado debe tener un contenido máximo de azufre del 1 por ciento.  Las autoridades señalan que la misma norma se aplica al carbón de origen nacional.  
iv) Gas natural

42. La industria del gas se halla en una etapa temprana de su desarrollo.  La política del Gobierno consiste en promover la autosuficiencia en gas, como fuente de energía más limpia, y reducir la dependencia de las importaciones de combustible.  Esta política hará necesario ampliar la red de gasoductos y requerirá otras inversiones sustanciales.  Un solo proveedor de gas es el propietario de uno de los dos gasoductos que van desde las instalaciones de recolección hasta las centrales eléctricas.  Un consorcio formado por Shell, Chevron y PNOC está acumulando considerables reservas de gas natural mar adentro.  Desde 2002, el gas transportado por gasoducto alimenta tres plantas de generación eléctrica que representan alrededor del 20 por ciento de la capacidad total del país.

43. Según las proyecciones, la demanda de gas aumentará de 103.000 millones de pies cúbicos  en 2003 a 198.000 millones en 2012, sobre todo a causa de la conversión de las plantas de generación eléctrica térmicas al uso de gas.  Las plantas serán alimentadas por una red de gasoductos cuya construcción se iniciará en 2006.  Las importaciones de gas natural licuado (GNL) comenzarán después de la inauguración de una terminal para la importación de GNL, prevista para 2006;  se espera que aumenten a 23.000 millones de pies cúbicos en 2008, y a 194.000 millones de pies cúbicos en 2012.  Se espera que la conexión al Gasoducto Trans-ASEAN también permita la importación de gas natural.  
44. El Departamento de Energía es el organismo responsable del desarrollo de la industria del gas natural.  Expide permisos para la construcción, la explotación y el mantenimiento de los gasoductos y de las instalaciones de suministro conexas.
  El Gobierno limitará su papel principal a la formulación de políticas y la reglamentación, y permitirá al sector privado financiar, construir y explotar los proyectos de infraestructura de gas natural en el sector de la elaboración avanzada.  Sin embargo, es posible que, de ser necesario, PNOC-EC asuma un papel de primer orden para iniciar un proyecto estratégico.  Así sucede con varios proyectos, como el proyecto Bat-Man 1 (cuya finalización está prevista para 2007), en relación con el cual el Departamento de Energía concedió a PNOC-EC, en 2003, un permiso para la construcción, propiedad y explotación del gasoducto.  La competencia se fortalecerá mediante la liberalización de la entrada en el mercado y la adopción de medidas a favor de la competencia y de las prácticas comerciales leales.  
45. El gas natural se considera un servicio público y los operadores privados deben, ante todo,  obtener del Congreso una franquicia no exclusiva, establecida por ley, para suministrar gas por 25 años (período prorrogable por igual plazo).  Sólo los nacionales filipinos o las compañías organizadas en el país pueden ser titulares de franquicias.  La participación extranjera se limita al 40 por ciento de conformidad con la constitución.
  
46. Se prevé la adopción de la Ley sobre Gas Natural en 2005.  En agosto de 2002, se promulgaron normas y reglamentos provisionales que regulan la transmisión, la distribución y el suministro de gas natural.  Se admite la integración vertical o la propiedad cruzada en diferentes segmentos de la industria (la transmisión, la distribución y el suministro) a fin de promover las economías de escala y mitigar los riesgos para los nuevos inversores.  La Comisión de Reglamentación de la Energía fijará las tarifas por los servicios (la transmisión, la distribución y el suministro) y los precios al por menor del gas con una metodología que permita la recuperación de costos equitativos y una tasa de rendimiento razonable, para garantizar la viabilidad de la entidad.
  La reglamentación de los precios continuará hasta que el Departamento de Energía considere que el mercado es competitivo.  Se prohíben los cárteles, la colusión y otros comportamientos anticompetitivos que restrinjan, impidan o distorsionen la competencia, con inclusión de la fijación de precios predatorios y excesivos, el abuso de posición dominante, el agrupamiento y otras restricciones verticales, la denegación del acceso en condiciones equitativas y las condiciones discriminatorias.  El Departamento de Energía adoptará reglamentos encaminados a promover la competencia y deberá adoptar las medidas necesarias para restablecer la competencia.  
47. Es obligatorio el acceso de terceros a las instalaciones esenciales (sistemas de transmisión y distribución de gas) en condiciones no discriminatorias y de conformidad con un código de acceso que elaborará el Departamento de Energía;  sin embargo, en los "primeros años", puede ser aplazado por el Departamento de Energía hasta tres años (en el caso de la transmisión) o cinco años (en el caso de la distribución), con sujeción a prórrogas razonables.
  El acceso de terceros debe ser negociado entre los operadores.  El Departamento de Energía debe aprobar con antelación las condiciones de acceso que se proponen, como la factibilidad técnica y económica del acceso y los procedimientos para la celebración de negociaciones de buena fe.  La Comisión de Reglamentación de la Energía fijará las tarifas de acceso utilizando una metodología establecida.  El Departamento de Energía está elaborando un código que reglamentará el acceso de terceros.  
v) Electricidad

48. Desde el último examen de Filipinas, el Gobierno ha realizado reformas sustanciales encaminadas a desregular y reestructurar el mercado eléctrico.  La Ley de Reforma de la Energía Eléctrica, promulgada en 2001, concretó la reestructuración mediante la separación de la industria en los sectores de la generación, la transmisión, la distribución y el suministro.  No obstante, la puesta en práctica de la reestructuración, incluida la privatización, resultó difícil y lenta, pero es otra de las prioridades del Gobierno.  El Departamento de Energía supervisa la reestructuración del sector eléctrico y formula las políticas pertinentes.  El reemplazo, en 2001, de la Junta de Reglamentación de la Energía por la Comisión de Reglamentación de la Energía, como el regulador independiente cuasi‑judicial del mercado eléctrico, separó la función reglamentaria de la función de formulación de políticas del Departamento de Energía.  Las funciones de la Comisión de Reglamentación de la Energía son promover la competencia, alentar el desarrollo del mercado, asegurar que los clientes puedan seleccionar el servicio, y sancionar el abuso de poder en el mercado, incluso mediante órdenes de cesar y desistir, en los casos pertinentes.  El proyecto de normas sobre la competencia que está elaborando la Comisión de Reglamentación de la Energía se completará tras celebrar nuevas consultas con el sector.  En junio de 2004, la Comisión también dictó una Carta Magna para proteger los derechos de los consumidores de electricidad residenciales.

49. Conforme al Plan de Desarrollo Eléctrico 2005-2014, se necesitan inversiones nuevas sustanciales en el sector de la generación, a fin de incrementar la capacidad en el 40 por ciento que se necesita para satisfacer el crecimiento anual pronosticado de la demanda (7 por ciento para 2014).  En 2003, después de la puesta en marcha de tres plantas de generación eléctrica que utilizan gas natural, la parte de la electricidad generada por medio de gas natural aumentó al 24,9 por ciento, contra un 18,1 por ciento en 2002, en tanto que la generación eléctrica producida por plantas de carbón disminuyó del 33,3 al 27,5 por ciento.  De este modo, la autosuficiencia del país en energía eléctrica aumentó del 33 por ciento en 1998 al 53 por ciento en 2002.  La política aplicada preconiza el aumento de la parte relativa de la electricidad generada mediante el uso de gas natural, a expensas de las plantas que utilizan petróleo y carbón.
50. En 2003, la Corporación Nacional de la Energía suministró el 75 por ciento de la electricidad.  Más de la mitad de la producción (el 62 por ciento, en comparación con el 42 por ciento en 1999) correspondió a generadores privados (productores de electricidad independientes) a los que se permite vender electricidad a la Corporación Nacional de la Energía por contrato desde 1993.  La mayor parte de la electricidad no generada por la Corporación Nacional de la Energía se produce con gas natural (64 por ciento).  Realizan la distribución a los consumidores empresas de servicios públicos de propiedad privada titulares de franquicias, como Manila Electric Company (Meralco), numerosas cooperativas eléctricas, y algunas empresas de servicios públicos de propiedad estatal locales.  La Administración Nacional de Electrificación proporciona a las cooperativas eléctricas créditos, préstamos y otras ayudas financieras, así como asistencia técnica, por ejemplo en materia de diseño y mantenimiento de sistemas de distribución.  El Departamento de Energía promueve los contratos de gestión de inversiones, un tipo de contrato de concesión que se utiliza para obtener acceso a capitales privados y a experiencia en gestión, a fin de ayudar a las cooperativas eléctricas a reestructurarse y reforzar su eficacia.

51. La Corporación Nacional de la Energía ha arrojado importantes pérdidas.
  En 2004, aumentaron al 1,5 por ciento del PIB y representan, como promedio 1,27 peso por kWh.
  Un aumento provisional del 40 por ciento del promedio de las tarifas eléctricas aplicadas por la Corporación Nacional de la Energía, aprobado por la Comisión de Reglamentación de la Energía en septiembre de 2004, sumado a la disminución prevista de los gastos en concepto de intereses sobre la deuda, permitiría reducir sus pérdidas al 0,75 por ciento del PIB en 2005.
  La rentabilidad de la Corporación Nacional de la Energía también disminuye a causa de la obligación de los servicios públicos de distribución de ofrecer a los hogares de bajos ingresos, durante al menos 10 años, una tarifa más baja de "sostén" fijada por la Comisión de Reglamentación de la Energía.  Alrededor del 35 por ciento de los consumidores gozan de este derecho, y reciben rebajas que oscilan entre el 10 y el 50 por ciento.  En el futuro, la Comisión de Reglamentación de la Energía incorporará en el cargo universal a los consumidores un componente adicional, con el que se financiará la supresión de todas las demás subvenciones cruzadas.
  Actualmente, este cargo comprende solamente la electrificación de fomento y el gravamen ambiental.

a)
Generación
52. Para entrar en el mercado de la generación sólo hace falta un certificado de observancia emitido por la Comisión de Reglamentación de la Energía (ERC).  Los extranjeros pueden invertir en la generación de electricidad sin límites al capital.  Para fomentar la competencia, ninguna empresa puede poseer, operar ni controlar (ni directamente ni a través de un grupo relacionado con ella) más del 30 por ciento de la capacidad de generación instalada de la red, ni el 25 por ciento de la capacidad de generación instalada nacional.

53. La Ley relativa a la reforma de la rama de producción de la energía eléctrica establece la privatización progresiva de la Empresa Nacional de la Energía (NPC) mediante la desinversión en sus plantas de generación de energía.  La Empresa de Gestión de los Pasivos Exigibles y los Activos del Sector Energético (PSALM) se creó para gestionar el uso dado a sus activos.  La Ley relativa a la reforma de la rama de producción de la energía eléctrica exigía que al menos el 70 por ciento de la capacidad de generación de la NPC en Luzón y Visayas se privatizase en el plazo de tres años (para junio de 2004), y el resto en ocho años.  Sin embargo, el plan de privatización aprobado en octubre de 2002, que debería haberse puesto en marcha en diciembre de 2003, se ha demorado.
  El objetivo de privatización del 70 por ciento debe cumplirse a finales de 2005 (el 30 por ciento a finales de 2004).  Las primeras 12 plantas de generación de energía destinadas a ser privatizadas en la primera mitad de 2004, que suponen en torno al 16 por ciento de la capacidad instalada en Luzón y Visayas, se desinvirtieron completamente en marzo, y en junio de 2004 se vendió otra planta.  Hasta la fecha, la PSALM ha vendido cinco plantas hidroeléctricas de pequeño tamaño y una planta de carbón por un total de 570 millones de dólares EE.UU.;  dicho conjunto supone el 11 por ciento de los activos de generación.  Sin embargo, la PSALM mantiene su objetivo de cumplir el plazo de finales de 2005 y espera privatizar el 50 por ciento de la capacidad de generación de la NPC a mediados de 2005.
  Aunque se fomenta la participación filipina, los extranjeros pueden comprar las plantas de la NPC.

54. La NPC conserva la responsabilidad de la generación de electricidad en las áreas rurales (la denominada "misión de electrificación") a través de su Grupo de Servicio Público Energético a Pequeña Escala (SPUG), de propiedad estatal.  El objetivo del Gobierno de electrificar todas las aldeas (barangays) para 2006 se ha aplazado hasta el 2008.  En mayo de 2004 se había electrificado en torno al 91 por ciento de ellas.  Se fomenta la inversión privada en áreas de "misión", y se han publicado directrices que regulan la transferencia de la función generadora del SPUG al sector privado en varias islas o provincias.  A mediados de 2005 debe completarse un programa del Departamento de Energía destinado a tres áreas piloto para seleccionar mediante concurso a nuevos suministradores privados para dichas áreas.  
55. La ERC seguirá regulando los precios de generación hasta que empiece a funcionar el Mercado Mayorista de la Electricidad para que la energía pueda comercializarse de forma competitiva (véase más abajo).  En septiembre de 2003, la ERC aprobó provisionalmente la introducción de la metodología de costo evitable a largo plazo para establecer las tarifas de generación en las redes de Luzón, Visayas, y Panay/Bohol.
  Esta medida se revocó posteriormente en enero de 2004 debido a la incapacidad de cumplir determinados aspectos legales, y la ERC ordenó a la NPC/PSALM que realizaran los correspondientes reembolsos.  Las tarifas de generación siguen estableciéndose utilizando el sistema de ajuste de la tarifa de generación de la NPC y el ajuste al alza del tipo de cambio, lo cual permite realizar ajustes regulares en función de los costos del combustible y de la energía adquirida de los Planes de Inversiones Prioritarias.

b)
Transmisión
56. La ERC regula la transmisión y establece las tarifas.
  La Empresa Nacional de Transmisión (TRANSCO), propiedad de la PSALM, se creó en 2001 para gestionar el monopolio nacional de transmisión de la NPC.  TRANSCO debe ofrecer a todos los usuarios de la electricidad un acceso abierto y no discriminatorio a la red.
57. La TRANSCO se privatizará mediante venta a un único operador.
  Esta operación estaba prevista para principios de 2005, pero se ha retrasado varios meses tras la decisión del Gobierno en octubre de 2004 de interrumpir las negociaciones bilaterales con los posibles inversores y empezar de nuevo con una licitación pública
, que se llevará a cabo en el primer semestre de 2005.  Teniendo en cuenta que la transmisión se considera un servicio público, la franquicia que debe conceder el Congreso será transferida al concesionario elegido por 25 años, renovable por otros 25, y el capital extranjero está limitado por la Constitución al 40 por ciento.  El Gobierno, a través de la PSALM, mantendrá la propiedad de la red y de los activos de transmisión relacionados con ella, pero no financiará la red de transmisión.  En vez de ello, el concesionario deberá invertir de acuerdo con el Plan decenal de Desarrollo de la Transmisión (2004-2013) elaborado por TRANSCO.  Los prolongados retrasos en la promulgación de la legislación (Proyecto de ley relativa a la franquicia de TRANSCO), que permitirá la transferencia automática de la franquicia al concesionario, han creado incertidumbre entre los posibles participantes en la licitación.  Sin embargo, para facilitar la privatización hasta ese momento, se está aplicando una estructura de concesión en dos fases para permitir la venta de TRANSCO sin la franquicia transferible.  En un principio, el concesionario asumirá sólo las funciones que no hacen necesaria la franquicia y prestará servicios de consultoría a TRANSCO sobre las funciones no delegadas hasta que éstas se le transfieran.

58. La ERC aplica una fórmula de control de precios basada en los incentivos para establecer las cargas de transmisión (las denominadas tarifas de transmisión).  Está sometida a un límite máximo de ingresos (conocido como el ingreso máximo permitido), y las tarifas se establecen para recuperar los costos y ofrecer un índice razonable de rendimiento basado en el promedio ponderado de los gastos de capital.  Durante el primer período de reglamentación (2003-2005), el ingreso máximo permitido se basa en los ingresos de las tarifas de septiembre de 2002, ajustadas anualmente conforme al IPC.
  En los períodos de reglamentación segundo y tercero (2006-2010 y 2011-2015), el ingreso máximo permitido se basará en los ingresos anuales y se ajustará anualmente.

c)
Distribución
59. La ERC sigue regulando la distribución de electricidad a los usuarios finales y aprobando las tarifas de distribución.
  La distribución se seguirá realizando bajo franquicia a través de empresas privadas y entes locales o bien se organizará en cooperativas.  Por tratarse de un servicio público, el capital extranjero está limitado por la Constitución al 40 por ciento.  Los servicios públicos de distribución deben ofrecer un acceso abierto y no discriminatorio a los usuarios finales, en particular a los suministradores y "agregadores" (compradores y vendedores a los usuarios finales, agrupados) y ofrecer un servicio universal.

d)
Suministro
60. En principio, la competencia en el sector minorista, cuyo objeto es permitir a los consumidores elegir suministrador, estaba prevista para junio de 2004, al menos para los grandes consumidores.  No harán falta franquicias para suministrar electricidad.  Los suministradores necesitarán únicamente una licencia técnica de la ERC para desarrollar su actividad.  No habrá restricciones al capital extranjero y los precios de los suministradores no estarán regulados.  Una exigencia clave para la competencia minorista es la creación del Mercado Mayorista de la Electricidad para permitir la compra y venta a corto plazo de electricidad en grandes cantidades.
  En noviembre de 2003 se creó la Empresa de Mercados de la Electricidad de Filipinas para gestionar el Mercado Mayorista de la Electricidad, cuya puesta en funcionamiento, sin embargo, se ha retrasado hasta mediados de 2006.  Ahora está previsto que la competencia en el sector empiece en julio de 2006 para la red de Luzón y en enero de 2007 en la red de Visayas.  En la red de Luzón, la competencia cubrirá inicialmente a los usuarios finales con un promedio de pico de demanda mensual superior a 1 MW, que se reducirá a los 750 kW a partir de julio de 2008.

4) Sector manufacturero
i) Introducción

61. Este sector, como proporción del PIB, aumentó apenas hasta el 23 por ciento en 2004 (21,6 por ciento en 1999).  Su proporción en términos de empleo ha permanecido en torno al 10 por ciento desde 1999.  La productividad de la mano de obra en el sector manufacturero ha oscilado, pero superó considerablemente la de otros sectores en la década de los noventa.
  Los alimentos, las bebidas y el tabaco, que, como promedio, reciben los niveles efectivos más elevados de protección, junto con la categoría "mobiliario y accesorios", siguen dominando las manufacturas, con más del 40 por ciento de la producción.
  La contribución a la producción de otras ramas de producción intensivas en mano de obra, especialmente la electrónica y el vestido, ha aumentado desde principios de los noventa, mientras que la de la industria pesada ha disminuido.  La exportación de manufacturas aumentó durante la década de los noventa, casi en su totalidad gracias a la electrónica, que supuso el 70 por ciento de las exportaciones de mercancías en 2003, y al vestido (5 por ciento).  La inversión extranjera directa es significativa en las manufacturas, y las empresas de propiedad extranjera generan bastante más de la mitad de la producción y representan una gran parte de las exportaciones.

ii) Evolución de las políticas

62. La liberalización del comercio durante la década de los noventa modificó la estructura de producción del sector.
  Benefició a las ramas de producción intensivas en mano de obra con mayores ventajas comparativas y ejerció una presión competitiva en la industria pesada, que tuvo dificultades para adaptarse a una menor protección arancelaria.
  Las reformas unilaterales del comercio desde la década de los ochenta han mejorado la asignación de recursos y la competitividad.
  Sin embargo, el antiguo programa de reducción arancelaria unilateral, impulsado por la aprobación del Programa de Reforma Arancelaria (PRA IV) en enero de 2001 (Orden Ejecutiva Nº 334), cuyo objetivo era reducir los tipos a un máximo bajo y casi uniforme del 5 por ciento para enero de 2004 (excepción hecha de unos pocos productos agrícolas y manufacturados sensibles, como determinados productos cárnicos, arroz, maíz y azúcar) se paralizó.  En marzo de 2002 (Orden Ejecutiva Nº 84) se prorrogaron a 2004 los tipos arancelarios de enero de 2002 sobre varios productos agrícolas.
  Posteriormente se congelaron los aranceles en los niveles de 2002 en enero de 2003 (Orden Ejecutiva Nº 164) para un número sustancial de productos, y se volvieron a calibrar sustancialmente los tipos en octubre (Orden Ejecutiva Nº 241) y diciembre de 2003 (Orden Ejecutiva Nº 264) para elevar selectivamente numerosos aranceles agrícolas y de manufacturas (que abarcaban un 11 por ciento de las líneas arancelarias), en gran medida a instancias de los productores nacionales (capítulo III).
  A esto le siguió una revisión de los niveles arancelarios que recomendó, en noviembre de 2003, el restablecimiento de aranceles para numerosas ramas de producción a los niveles de 1998.
  Ha habido otros aumentos de aranceles, como en el caso de determinados productos petroquímicos (Orden Ejecutiva Nº 161) y productos del acero (Orden Ejecutiva Nº 375), de nuevo aparentemente para proteger a los productores internos mediante un uso más activo de los aranceles para promover el desarrollo industrial.
  El promedio de los aranceles NMF, tras caer del 9,7 por ciento en 1999 al 5,8 por ciento en 2003, subió al 7,4 por ciento en 2004, aumento que en las manufacturas fue del 5,0 al 6,9 por ciento (capítulo III).  Aunque las autoridades no excluyen la posibilidad de restablecer el programa de aranceles uniformes, la prioridad es volver a calibrar la estructura arancelaria en línea con los objetivos de desarrollo nacional, y no descarta la posibilidad de mayores aumentos de los aranceles compatibles con los compromisos contraídos en el marco de la OMC.

63. La política adoptada también tiene por objeto promover 10 sectores prioritarios seleccionados en función de su competitividad.

iii) Actividades seleccionadas

a)
Electrónica
64. Aunque las exportaciones decayeron ligeramente en 2003 hasta los 24.200 millones de dólares EE.UU., han aumentado alrededor del 12 por ciento anual desde 1999.  La mayor parte del crecimiento se ha debido a las empresas multinacionales de propiedad extranjera que montan componentes importados en las zonas francas industriales.  La rama de producción de la electrónica abarca principalmente semiconductores (el 70 por ciento de las exportaciones industriales en 2003), equipos de tratamiento de datos electrónicos, equipos de oficina, equipos de telecomunicaciones, y electrónica de automoción y consumo.  Los aranceles NMF para la electrónica y otros bienes del sector ascendieron en general en 2004 del 0 al 15 por ciento, con un promedio inferior al 5 por ciento, frente a los tipos del 3 al 20 por ciento y el promedio del 8 por ciento en 1999.

65. La intervención del Gobierno en el sector es mínima.  Al tratarse de una actividad preferente recogida en el Plan de Inversiones Prioritarias de la Junta de Inversiones, las empresas de electrónica registradas, así como las ubicadas en zonas francas industriales que exporten al menos el 70 por ciento de la producción, tienen derecho a incentivos fiscales y no fiscales (apartado 4) del capítulo II).

b)
Textiles y vestido 
66. Las exportaciones de textiles y vestido alcanzaron un máximo de 3.100 millones de dólares en 2000 (2.300 millones en 1999) y descendieron un 4,3 por ciento en 2003, hasta los 2.600 millones de dólares;  el vestido supuso casi el 90 por ciento de dichas exportaciones en 2003.  Las exportaciones de vestido se dirigieron sobre todo a los mercados protegidos mediante contingentes de los Estados Unidos (74 por ciento en 2003), la UE (13 por ciento), y el Canadá (2 por ciento) de conformidad con el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido (ATV).
  La Junta de Exportación de Ropa y Textiles del Departamento de Comercio e Industria asignó los contingentes de exportación mediante un complejo sistema basado esencialmente en los resultados pasados de los exportadores, determinados por el valor de las exportaciones y el valor añadido nacional (capítulo III).  El nivel mínimo de valor añadido nacional (valor FOB menos el costo de las materias primas importadas) era del 34 por ciento del valor FOB, y se aplicaba una penalización del 10 por ciento en el caso de no llegarse al mínimo.  Los contingentes de exportación tenían que entregarse en un plazo establecido para evitar penalizaciones por las cantidades no utilizadas.  Los exportadores podían transferir o intercambiar temporal o permanentemente contingentes (hasta el 40 por ciento).  Los programas de incentivos proporcionaban contingentes adicionales a los exportadores-fabricantes dedicados a mejorar la productividad.  La Junta de Exportación de Ropa y Textiles puso en marcha el Plan de Transformación de la Industria Textil Exportadora y el correspondiente paquete de asistencia en 2002 para preparar a la rama de producción a una mayor competencia de los suministradores de bajo costo en los Estados Unidos y otros mercados clave tras la supresión de los contingentes en 2005.  Asimismo, proporcionó asistencia al desarrollo para mejorar la productividad y eliminó los derechos por contingente en 2004, ahorrando a la rama de producción unos 3.200 millones de dólares.

67. Las exportaciones de textiles y vestido fueron desreguladas a partir de 2005, con la supresión de los contingentes a la exportación, y se eliminaron todos los procedimientos correspondientes de solicitud de licencias y presentación de documentos previos al envío.  Actualmente se procede a la eliminación de la Junta de Exportación de Ropa y Textiles.

c)
Vehículos automóviles

68. Tradicionalmente muy asistida, esta rama de producción ha sido incapaz de hacerse eficiente y competitiva a nivel internacional.
  Los vehículos automóviles montados y los componentes se venden sobre todo en Filipinas, donde el mercado interno, relativamente pequeño, se ha convertido en una importante limitación a la eficiencia, ya que las firmas no pueden obtener economías de escala.  Hay un considerable exceso de capacidad, y se han probado varias medidas, como el Programa de Desarrollo de las Exportaciones, para abordar el problema.  No hay restricciones a la inversión extranjera.  Las empresas japonesas dominan el sector, sobre todo a través de empresas mixtas, algunas con capital mayoritario.

69. La asistencia a los vehículos automóviles sigue siendo relativamente alta, con un tipo de protección real del 76 por ciento en 2004 (más bajo que en 1999).
  En 2000, los aranceles NMF sobre los automóviles de pasajeros, camiones y motocicletas importados se redujeron del 40 al 30 por ciento, y en el caso de los autobuses la reducción fue del 30 al 15 o al 20 por ciento.  Sin embargo, el Plan de Desarrollo de los Vehículos a Motor sigue ayudando al montaje al permitir a los participantes en el plan importar conjuntos totalmente por montar a tipos arancelarios preferenciales del 1 y el 3 por ciento.
  La influencia de los impuestos especiales a los vehículos quizá siga siendo mayor en el caso de las importaciones, que, además de tener motores más grandes, son más caros, pese a los cambios en la base imponible de un tipo ad valorem recaudado en función de la capacidad del motor a una escala de tipos progresiva que se aplica al precio de compra.
 
70. En diciembre de 2002 se publicaron nuevas directrices del Plan de Desarrollo de los Vehículos a Motor conforme a la Orden Ejecutiva Nº 156.  En ellas se establecía la eliminación para el 30 de junio de 2003 de las exigencias de equilibrio de las exportaciones y contenido nacional, que ayudaban a los productores de componentes al exigir a los montadores incluir un contenido nacional mínimo en los automóviles, los vehículos comerciales y las motocicletas para importar conjuntos totalmente por montar con derechos más bajos (capítulo III).
  El número de modelos montados ya no está restringido, siempre que estén registrados en la Junta de Inversiones.
  Los nuevos montadores nacionales y extranjeros tienen que tener un acuerdo de licencia técnica con el suministrador extranjero de conjuntos totalmente por montar para proporcionar asistencia técnica y tienen que invertir al menos 10 millones de dólares en las actividades de montaje y en la fabricación de las partes correspondientes en el plazo de un año para producir automóviles de pasajeros;  8 millones de dólares en el caso de los vehículos comerciales y 2 millones de dólares para las motocicletas.

71. Actualmente, los conjuntos totalmente por montar pueden importarse a tipos arancelarios preferenciales si promueven la eficiencia en la rama de producción de vehículos a motor, aumentan el valor añadido, crean puestos de trabajo y transfieren conocimientos y tecnología.  La concesión de aranceles preferenciales a los conjuntos totalmente por montar depende también de la disponibilidad de componentes nacionales, que establece la Junta de Inversiones.  Para poder incluirlos en un conjunto totalmente por montar, es preciso que los componentes no se produzcan en Filipinas;  tienen que importarse separadamente con tipos arancelarios individuales (no preferenciales).  Esto supone para los suministradores de componentes una ayuda del mismo orden que el plan de contenidos locales.  Además, ya no pueden importarse conjuntos semimontados.

72. Según las autoridades, los tipos NMF del Plan de Desarrollo de los Vehículos Automóviles se ha modificado en la medida permitida por la ley teniendo en cuenta sus objetivos y los tipos en los países vecinos.  Filipinas también adopta actualmente aranceles relativamente uniformes del 3 por ciento sobre los componentes y del 5 por ciento sobre los automóviles de pasajeros dentro del AFTA‑CEPT, lo cual podría aumentar la presión competitiva sobre la rama de producción y hacer necesaria una reestructuración.

73. La Orden Ejecutiva Nº 156 prohibió todas las importaciones de motocicletas, componentes y vehículos a motor usados, excepto para determinados camiones (vehículos de peso bruto superior a las 6 toneladas), autobuses (vehículos de peso bruto superior a las 12 toneladas) y vehículos especiales.  Sin embargo, la prohibición, que según las autoridades obedecía a razones medioambientales y de seguridad, no se está aplicando, ya que el Tribunal de Apelación la declaró inconstitucional.  Por tanto, los vehículos nuevos y usados siguen importándose con los mismos tipos arancelarios, en espera de la decisión del Tribunal Supremo sobre la legalidad de la prohibición.
  Algunos organismos gubernamentales y de la rama de producción realizan un seguimiento de las importaciones de vehículos usados, aunque no estén legalmente obligados a hacerlo.  Todos los vehículos importados deben cumplir las normas de emisión.

74. Se están aplicando incentivos especiales a la exportación de coches y componentes de acuerdo con los "compromisos internacionales" y la "legislación vigente".  Se trata en todos los casos de proyectos dentro del Plan de Cooperación Industrial de la ASEAN y conforme a lo establecido en la Orden Ejecutiva Nº 244 (modificada por la Orden Ejecutiva Nº 312).  La fabricación de partes y componentes forma parte de un Plan de Inversiones Prioritarias de la Junta de Inversiones y da derecho a vacaciones fiscales del impuesto sobre los ingresos y otros incentivos a la inversión.

5) Servicios

75. El sector de los servicios representó el 60,7 por ciento del PIB y bastante más de la mitad del empleo total en 2004 (cuadro I.2).  Los principales sectores son el comercio (14,1 por ciento del PIB en 2004 ayudado, según las autoridades, por el ingreso de minoristas extranjeros), los servicios privados (12,5 por ciento), los servicios de la Administración pública (8,1 por ciento), el transporte y las comunicaciones (7,6 por ciento), la propiedad de vivienda y bienes raíces (6,1 por ciento), la construcción (4,5 por ciento), las finanzas (4,4, por ciento) y la electricidad, el gas y el agua (3,2 por ciento).

76. Entre los compromisos de Filipinas en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) se encuentran los servicios financieros, las comunicaciones, el transporte y el turismo y los servicios relacionados con los viajes.  Filipinas amplió significativamente los compromisos en materia de servicios financieros en las negociaciones de la OMC sobre servicios financieros y sobre las telecomunicaciones básicas en las negociaciones de la OMC sobre servicios básicos de telecomunicaciones.  Sin embargo, no ha aceptado los protocolos Cuarto (telecomunicaciones básicas) y Quinto (servicios financieros) del AGCS.
  Los compromisos de Filipinas en el marco del AGCS no han cambiado desde su Examen anterior, ya que las negociaciones sobre servicios continúan.

ii) Servicios financieros

77. El subsector de los servicios financieros ha crecido un promedio del 7 por ciento desde 1999.  La banca es la actividad predominante, y supone en torno a tres cuartos de los activos totales del sector financiero.  El principal cambio en las disposiciones de acceso a los mercados en los servicios financieros durante el período objeto de examen fue la moratoria sobre el establecimiento de nuevas oficinas y sucursales bancarias a partir de septiembre de 1999, así como su extensión para incluir a los nuevos bancos en junio de 2000, inicialmente por tres años pero prorrogada indefinidamente.

78. Asimismo, se han llevado a cabo reformas significativas en el marco normativo y de supervisión de los servicios financieros.  El Banco Central es el principal organismo normativo y de supervisión y regula a todos los bancos;  sin embargo, numerosos cuasi bancos
, y filiales que realizan actividades afines (establecimientos de inversiones, intermediarios y corredores de valores y empresas financieras) dependen de la reglamentación del Banco Central y la Comisión del Mercado de Valores o de la Comisión de Seguros, en el caso de las empresas aseguradoras.  Esto ha dado lugar a un marco normativo exhaustivo, si bien complejo y fragmentado, lo que ha dado pie a duplicaciones y a cierta incertidumbre relativa a las responsabilidades normativas en determinadas áreas.
  Para distribuir las responsabilidades normativas de manera más eficaz, el Banco Central y la Comisión del Mercado de Valores firmaron un memorándum de acuerdo en julio de 2002, que entró en vigor en julio de 2003, que, entre otras cosas, establece las competencias de cada parte.  Por ejemplo, reconoció al Banco Central la competencia normativa exclusiva sobre los establecimientos de inversiones afiliados a bancos.  También acordaron efectuar inspecciones conjuntas de intermediarios financieros no bancarios, consultarse sobre las conclusiones respectivas y extender la asistencia técnica, así como compartir la información pertinente.  En mayo de 2004 se firmó un memorándum de acuerdo adicional, y en julio de 2004 se creó el Foro del Sector Financiero para mejorar la cooperación y el intercambio de información entre los organismos normativos y de supervisión (Banco Central, Comisión del Mercado de Valores, Comisión de Seguros y Comisión de Seguros de Depósitos de Filipinas), y contribuir a evitar las lagunas normativas.  El Foro del Sector Financiero cuenta con tres grupos de trabajo técnicos o comités multilaterales:  el Comité de Metodología de Supervisión y Coordinación de la Política Normativa, el Comité de Comunicación, Intercambio y Divulgación de Información y el Comité de Educación y Protección al Consumidor.
a)
Banca
79. Los bancos existentes son universales, bancos comerciales, cajas de ahorros y bancos rurales, bancos cooperativos y bancos islámicos.
  La banca la dominan los bancos comerciales, sobre todo los bancos universales, que representaban el 90 por ciento y el 73 por ciento de los activos bancarios totales, respectivamente, a finales de 2004.  Hay 42 bancos comerciales (18 de ellos, bancos universales), 87 cajas de ahorro, 720 bancos rurales y 44 bancos cooperativos.  Los bancos extranjeros (3 sucursales de bancos universales, 11 sucursales de bancos comerciales y 4 filiales de bancos comerciales extranjeros) tienen el 13,8 por ciento del total de los activos bancarios (el 13,4 por ciento a finales de marzo de 2004 y el 6,2 por ciento en 1995).

Estructura del mercado

80. El Banco Central (BPS) prohibió la apertura de nuevas oficinas y sucursales bancarias a partir de septiembre de 1999, y la entrada de nuevos bancos a partir del 13 de junio de 2000 (excepto en las áreas que carecen de servicios bancarios), con objeto de ralentizar la expansión del sistema bancario y consolidar el sector.  Varios bancos comerciales, entre ellos los dos bancos extranjeros de mayor tamaño (Citibank y HSBC) también adquirieron cajas de ahorro y hubo una serie de fusiones.  El número de bancos comerciales y universales privados nacionales se redujo de 30 en 1999 a 21 en 2004 (cuadro IV.2).
  Los cinco bancos comerciales principales representaban en 2004 casi la mitad de todos los activos bancarios de los bancos comerciales, incluidos los universales.

Cuadro IV.2

Número de oficinas centrales de los bancos comerciales, por tipo de banco, 1999-2004

	Tipo de banco
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Total
	52
	45
	44
	42
	42
	42

	Bancos privados nacionales
	30
	23
	23
	20
	21
	21

	  Universales
	16
	12
	12
	12
	12
	12

	  Comerciales
	14
	11
	11
	8
	9
	9

	Sucursales de bancos extranjeros
	13
	13
	13
	14
	14
	14

	  Universales
	2
	2
	3
	3
	3
	3

	  Comerciales
	11
	11
	10
	11
	11
	11

	Bancos extranjeros
	6
	6
	5
	5
	4
	4

	Bancos estatales
	3
	3
	3
	3
	3
	0

	Salidas de bancos nacionalesa
	0
	1
	0
	0
	0
	0

	Fusiones y adquisiciones
	1
	6
	0
	3
	0
	0

	Entradas de bancos extranjeros
	0
	0
	0
	2
	0
	0

	Salidas de bancos extranjerosb
	0
	0
	1
	1
	1
	0


a
Cierres de bancos.

b
Debido a fusiones con otros bancos comerciales o a adquisiciones por parte de otros bancos comerciales.

Fuente:
Banco Central de Filipinas.
81. La mayor participación extranjera en el sector bancario se refleja en la estructura de la propiedad de los bancos privados comerciales y universales nacionales.  En 2003, menos de la mitad eran de propiedad filipina al 100 por ciento, y de los 20 bancos principales, sólo 7 estaban completamente en manos de nacionales filipinos (cuadro IV.3).
  Sin embargo, la proporción de capital extranjero es en general moderada, y sólo 4 de los 20 bancos principales tienen más del 20 por ciento.  Hay tres bancos comerciales de propiedad estatal, que a finales de 2004 tenían el 11,1 por ciento de los activos bancarios totales.
 
Cuadro IV.3

Estructura de la propiedad de los bancos privados nacionales, 2003

(Porcentaje)

	Nombre del banco
	Propiedad filipina
	Propiedad extranjera
	Nombre del banco
	Propiedad filipina
	Propiedad extranjera

	Allied Banking Corp.
	100
	0
	MetroBank & Trust Co.
	87
	13

	Asia United Bank
	70
	30
	Phil Bank of Communications
	74
	26

	Banco de Oro
	100
	0
	Philippine National Bank
	81
	19

	Bank of Commerce
	84
	16
	Philippine Trust Co.
	99,9
	0,1

	Bank of the Philippine Islands
	70
	30
	Philippine Veterans Bank
	100
	0

	China Banking Corp.
	91
	9
	Prudential Bank
	89
	11

	East West Bank
	100
	0
	Security Bank Corp.
	91
	9

	Equitable PCI Bank
	93
	7
	Union Bank of the Philippines
	100
	0

	Export & Industry Bank
	77
	23
	United Coconut Planters Bank
	100
	0

	International Exchange Bank
	100
	0
	Rizal Comm'l Banking Corp.
	87
	13


Fuente:
Pasadilla y Milo (2005).
Créditos fallidos y eficiencia bancaria

82. El sector bancario demostró ser bastante resistente a la crisis financiera asiática.  No hubo catástrofes bancarias de magnitud, ni hubo necesidad de planes de rescates financiados por el Estado.
  Sin embargo, actualmente los bancos tienen una cantidad importante de activos fallidos, que han aumentado considerablemente los costos de intermediación y se han convertido en una preocupación, sobre todo dado el bajo nivel de reserva de los bancos, que contribuye a la fragilidad del sistema bancario.
  Los activos fallidos, como proporción de los activos bancarios totales, suponían el 11,8 por ciento a finales de 2004 (13,2 por ciento a finales de 2003).  Se trata de créditos fallidos y de bienes inmuebles y de otro tipo en propiedad o adquiridos.
  Los créditos fallidos ascendieron al 12,5 por ciento del total de los créditos bancarios (14,2 a finales de junio de 2004).  Esta disminución fue en gran parte fruto de la exitosa "subasta" de créditos fallidos valorada en 16.400 millones de pesos a empresas extranjeras de gestión de capital a través de los vehículos especiales (Special Purpose Vehicles, SPV).
  La Ley relativa a los SPV de 2002 (Ley de la República Nº 9182) permitió la creación de empresas privadas de gestión de activos en forma de sociedades anónimas (con un capital social mínimo autorizado de 500 millones de pesos) para adquirir activos fallidos de instituciones financieras, permitiendo de ese modo a los bancos disponer de los créditos fallidos y otros activos.  Se concedieron exenciones fiscales (por ejemplo, en derechos sobre el timbre, beneficios de capital e IVA) y reducciones del 50 por ciento en determinadas tasas de registro y transferencia a los SPV cualificados hasta el 8 de abril de 2005 para fomentar tales adquisiciones.
  El precio de los activos fallidos se negocia entre el banco y el SPV.  A pesar de la inicial reticencia de los bancos, en octubre de 2004 el Banco Central había aprobado transferencias de activos fallidos por un total de 4.500 millones de pesos de 18 bancos a SPV registrados ante la Comisión del Mercado de Valores, y estaba tramitando solicitudes de 19 bancos para transferir más activos fallidos por un total de 34.400 millones de pesos.  Los SPV pueden ser de propiedad totalmente extranjera, excepto si quieren adquirir terrenos de los bancos, en cuyo caso deben tener al menos un 60 por ciento de propiedad filipina.

83. La competencia en el sector, sobre todo a finales de los años 1990 (al menos, antes de la moratoria) aumentó aparentemente con la entrada de nuevos bancos (en particular, los extranjeros), y no hay pruebas de monopolio ni de comportamientos concertados.
  Esta circunstancia ha contribuido a reducir el margen entre los tipos de interés de los tipos de depósito y préstamo bancarios, como promedio, de los 5,9 puntos porcentuales (sobre la base de la tasa de ahorro) y los 4,2 puntos porcentuales (sobre la base del tipo para los depósitos a corto plazo) en 1998-1999 a 4,6 puntos porcentuales y 3,5 puntos porcentuales, respectivamente, en el período 2000-2003 (cuadro IV.4).  Esto probablemente refleja la mayor eficiencia bancaria y la eliminación de posibles beneficios monopolísticos de los grandes bancos tras la liberalización bancaria de la década de los noventa.

Cuadro IV.4

Diferencias en los tipos de interés de los bancos comerciales, 1998-1999 y 2000-2003

(Porcentaje)

	Período
	Promedio de tipo de préstamo bancarioa
(1)
	Ahorrob
(2)
	Tipo de depósito a corto plazo
(3)
	Margen de los bancos
(1) - (2)
	Margen de los bancos
(1) - (3)

	1998-1999
	15,07
	9,14
	10,92
	5,93
	4,16

	2000-2003
	10,41
	5,82
	6,94
	4,59
	3,47


a
A partir de diciembre de 1992, los tipos mensuales reflejan el porcentaje anual equivalente de los ingresos mensuales reales de una muestra de bancos comerciales en sus créditos denominados en pesos en relación con los niveles totales restantes de sus créditos denominados en pesos, descontadas las facturas, los contratos hipotecarios exigibles, y los créditos reestructurados.

b
Porcentaje anual equivalente de los gastos de interés mensuales de los 10 bancos comerciales que sirven de muestra en depósitos denominados en pesos en relación con los niveles restantes totales de dichos depósitos.

Fuente:
Pasadilla y Milo (2005), Effect of Liberalization on Banking Competition, PIDS.

Restricciones a la entrada de bancos y al establecimiento de sucursales
84. Tras la liberalización del sector bancario en la década de 1990, se estableció a partir de septiembre de 1999 una moratoria para el establecimiento de nuevas oficinas y sucursales bancarias, que empezó a aplicarse a los nuevos bancos comerciales a partir del 13 de junio de 2000 y durante un período de tres años (esto es, hasta el 13 de junio de 2003) conforme a la Ley general sobre la banca de mayo de 2000 (Ley de la República Nº 8791), sometida a la autorización de la Junta Monetaria (igual que en el caso de las directrices de aplicación emitidas de acuerdo con la Ley relativa a la liberalización de los bancos extranjeros, Ley de la República Nº 7721).
  Posteriormente, la moratoria se prorrogó indefinidamente, excepto para los bancos dedicados a las "microfinanzas", sobre todo en las áreas que carecen de dichos servicios.  La moratoria, cuyo objeto es la consolidación de los bancos, fomentó las fusiones y las entradas mediante la adquisición de bancos existentes con objeto de reducir el número de bancos de pequeño tamaño.  La compra de un banco existente es el único medio de entrar para los nacionales y extranjeros.  Los bancos extranjeros ya no pueden establecer una filial local con menos del 60 por ciento de las acciones con derecho a voto.  Sin embargo, para facilitar la compra por intereses extranjeros de las partes de sus socios, el tope del 60 por ciento impuesto a la propiedad extranjera de las acciones con derecho de voto de los bancos nacionales se eliminó temporalmente para permitir a los bancos extranjeros adquirir hasta el 100 por ciento de un solo banco en un plazo de siete años (es decir, hasta el 13 de junio de 2007), siempre que la Junta Monetaria autorizase la operación.
  Las nuevas sucursales de los bancos extranjeros siguen estando prohibidas tras el establecimiento de 10 nuevas sucursales bancarias extranjeras a mediados de los noventa.
85. La moratoria, junto a los aumentos obligatorios en las exigencias de capital mínimo, reflejan la política del Banco Central de fomentar la consolidación del sector bancario, en particular el fomento de las fusiones y las compras por parte de terceros extranjeros para promover una mayor estabilidad financiera.  Las normas y reglamentaciones de las fusiones bancarias se han racionalizado, y el paquete de incentivos se extendió en 2000 para incluir, con aprobación de la Junta Monetaria, la posible exención temporal de determinadas obligaciones cautelares.
  Los bancos extranjeros, incluidas sus sucursales, pueden llevar a cabo las mismas funciones y gozar de los mismos privilegios que los bancos nacionales de la misma categoría, y están sometidos a las mismas limitaciones.  Sin embargo, la Ley de la República Nº 8791 y la Ley de la República Nº 7721 exigen que el sistema bancario esté "controlado en términos reales por ciudadanos filipinos", y los bancos de propiedad mayoritariamente nacional deben tener al menos el 70 por ciento de los recursos o activos del sistema bancario.  Actualmente, los bancos bajo control extranjero tienen en torno al 14 por ciento de los activos del sector bancario, menos de la mitad del límite permitido.  Las disposiciones bancarias filipinas de 1999 eran más liberales que sus compromisos en el marco del AGCS, y parece que sigue siendo así.  Sin embargo, aunque es posible que la moratoria haya reducido la competencia bancaria, es difícil evaluar su repercusión.  Aunque los bancos extranjeros ya no pueden establecer filiales nacionales con una propiedad hasta del 60 por ciento, este límite a la propiedad extranjera de los bancos nacionales se eliminó temporalmente para permitir la propiedad plena, pero sólo en un banco.
Prescripciones cautelares y de supervisión
86. En la Nueva Ley del Banco Central (LR Nº 7653, de 1993) se establecieron las funciones, actividades y facultades generales del BSP respecto del sector bancario y las demás instituciones financieras sujetas a la supervisión del BSP en virtud de leyes especiales.
  La LR Nº 8791 de 2000 amplió esas funciones y, según las autoridades, constituyó un avance importante hacia la "institucionalización" de las reformas bancarias, tales como el establecimiento de una sólida base legal para la unificación de la supervisión bancaria.  Los bancos nacionales y extranjeros están obligados a obtener una licencia del BSP antes de iniciar sus operaciones.
  El BSP adopta disposiciones y reglamentos sobre la gestión y las normas de funcionamiento, y supervisa su cumplimiento mediante inspecciones periódicas para asegurar que los bancos efectúan sus operaciones sobre una base financiera sólida.  Asimismo, la LR Nº 8791 encomendaba al BSP la reglamentación de bancos, cuasibancos y entidades fiduciarias
, hacía más estrictas las prescripciones en materia de licencias al incluir la evaluación de la estructura de la propiedad de los bancos, los directores y el personal directivo superior, y obligaba a los bancos a nombrar dos directores independientes.  Además, incorporaba las normas y prácticas del Banco de Pagos Internacionales (BPI) y otras normas y prácticas internacionalmente aceptadas a los procesos cautelares y de supervisión del BSP.  La LR Nº 8791 definía los procedimientos de exclusión bancaria y reforzaba los aspectos coercitivos para asegurar una pronta acción correctiva, incluidas la intervención, la administración judicial y la liquidación involuntaria de bancos y cuasibancos.
  Otras leyes relacionadas con la supervisión bancaria que, según parece, siguen en vigor son la Ley de las Cajas de Ahorro de 1995 (LR Nº 7906) y la Ley de Bancos Rurales de 1992 (LR Nº 7353).  La Corporación de Seguros de Depósitos de Filipinas (PDIC) supervisa también las actividades bancarias, utilizando datos del BSP.  Tanto el BSP como la PDIC supervisan los bancos rurales.

87. Las autoridades indicaron que, en la aplicación de prescripciones cautelares, no se hace distinción entre bancos extranjeros y nacionales, excepto en lo que respecta a la fijación de la cuantía del capital mínimo para las filiales de bancos extranjeros en una cantidad de dólares equivalente a 210 millones de pesos, y a 35 millones de pesos por cada nueva oficina, y la limitación del número de oficinas de filiales de bancos extranjeros a seis (la ubicación de tres de las cuales es determinada por la Junta Monetaria).  Las mismas prescripciones de capital mínimo, que difieren según el tipo de banco y son más elevadas para los bancos universales, se aplican a los bancos nacionales y extranjeros.  Desde 1999 se aplican las actuales prescripciones de capital mínimo de 4.950 millones de pesos para los bancos universales y 2.400 millones de pesos para los bancos comerciales.
  En julio de 2001 se adoptaron las prescripciones sobre coeficiente de garantía basado en el riesgo prescritas por el BPI (Basilea I), que se ampliaron a partir del 1º de julio de 2003 para incluir las prescripciones del BPI sobre coeficiente de garantía basados en el riesgo del mercado.  El coeficiente mínimo de garantía ponderado en función del riesgo se fijó en el 10 por ciento (dos puntos porcentuales por encima de las recomendaciones del BPI).  El promedio de los coeficientes aplicados a todos los bancos (excluidos los bancos rurales o cooperativos) fue del 17 por ciento (sin consolidar) al final de junio de 2004 (15,7 por ciento al final de 2001).
  Las propuestas de modificación de la Carta del BSP tienen la finalidad de otorgar a las autoridades bancarias protección legal suficiente para aplicar una reglamentación eficaz.

Seguros de depósitos

88. La Corporación de Seguros de Depósitos de Filipinas (PDIC), que forma parte del Departamento de Hacienda, cubre el seguro obligatorio de todos los depósitos de ahorro en pesos y divisas, así como de los depósitos a plazo, a la vista y en cuenta corriente.  Todos los bancos, incluidos los extranjeros que funcionan como filiales o sucursales, deben pertenecer a la PDIC.
  En septiembre de 2004, la PDIC contaba con 893 miembros, de los que 42 eran bancos comerciales, 88 bancos de ahorro y 763 bancos rurales.  A partir de agosto de 2004, la cobertura máxima de los seguros de depósitos aumentó de 100.000 a 250.000 pesos, lo que representó un incremento de la cobertura del seguro de las cuentas de depósito, que pasó del 91 por ciento en diciembre de 2003 al 95 por ciento en septiembre de 2004 (o del 21 al 27 por ciento en términos de valor).  En noviembre de 2004, el Fondo de Seguros de Depósitos (DIF) de la PDIC ascendía a 41.600 millones de pesos y, según las autoridades, se considera suficiente para atender la demanda de seguros de depósitos de los bancos de alto riesgo.
  Asimismo, se ha restablecido la autoridad de la PDIC para realizar auditorías de los bancos previa aprobación de la Junta Monetaria.  De ese modo, la PDIC ejerce la inspección bancaria en estrecha coordinación con el BSP para evaluar y gestionar mejor los riesgos resultantes para el DIF mediante el examen in situ y la adopción de rápidas medidas correctivas, tales como la prestación de asistencia financiera en caso necesario.

89. La PDIC concede asistencia para el saneamiento de bancos en dificultades mediante préstamos directos, colocación de depósitos, compra temporal o permanente de créditos fallidos, asunción de obligaciones para liquidar determinados pasivos, y suministro de "cuasicapital" cuando su gestión se considera esencial para prestar los servicios adecuados o mantener la estabilidad financiera.
  La asistencia financiera prestada desde 1970 hasta 2004 se extendió a 50 bancos y ascendió en total a 110.200 millones de pesos, el 65 por ciento de los cuales consistió en préstamos directos y el 33 por ciento, en compras de créditos fallidos.  Aproximadamente, el 96 por ciento de esa asistencia se prestó a partir de 1999.  Los fondos proceden del DIF, excepto las grandes sumas necesarias en los casos sistémicos, cuya financiación corre por cuenta del BSP.  En general, la aportación de liquidez por la PDIC responde a motivos de índole cautelar.

b)
Seguros
90. El sector consta de proveedores de seguros de vida y distintos de los de vida y reaseguradores profesionales, y sigue estando poco desarrollado.
  Aunque los activos de las sociedades de seguros representaron el 7 por ciento del PIB en 2003, la penetración de los seguros (el volumen de primas expresado como porcentaje del PIB) es reducida (1,3 por ciento en 2003).  En 2003 había 141 sociedades de seguros (32 de seguros de vida, 102 de seguros distintos de los de vida, 4 mixtas y 3 de reaseguradores profesionales).  Ninguna de ellas era de propiedad estatal (a excepción de la participación estatal del 30 por ciento en la Comisión Nacional de Reaseguros);  119 eran sociedades nacionales, 17 eran sociedades bajo control extranjero (es decir, con una participación extranjera en el capital igual o superior al 50 por ciento) y 5 eran filiales extranjeras constituidas en sociedades en el país.  Las sociedades de seguros extranjeras pueden realizar operaciones como sucursales, filiales o sociedades mixtas, siempre que hayan figurado entre las 200 sociedades extranjeras más importantes del mundo durante los últimos 10 años.  No existen limitaciones a la participación extranjera en el capital.  Las sucursales de sociedades extranjeras suministran principalmente seguros distintos de los seguros de vida, mientras que las sociedades de propiedad extranjera ofrecen indistintamente pólizas de seguros de vida y distintos de los de vida.  El mercado de seguros de vida está concentrado y, en 2003, las cinco principales empresas más importantes percibieron el 70 por ciento de las primas totales (las dos más importantes, el 40 por ciento).  Las cinco principales sociedades proveedoras de servicios distintos de los de vida representan aproximadamente el 35 por ciento de las primas totales (las dos más importantes, el 18 por ciento).

91. La Comisión de Seguros, entidad no independiente, aunque operacionalmente autónoma, anexa al Departamento de Hacienda, reglamenta y supervisa el sector, incluida la concesión de licencias.  Asimismo, vigila la solvencia de las empresas y sus intermediarios para proteger a los titulares de pólizas.  El Código de Seguros de 1978 sigue constituyendo el marco normativo.  La Comisión de Seguros está revisando el Código, y las propuestas de modificación más recientes se refieren principalmente a las prescripciones cautelares y en materia de solvencia.

92. Para obtener una licencia, las sociedades deben cumplir las prescripciones cautelares, incluida el nivel mínimo de capital.  Esas prescripciones, que no parecen haber cambiado desde 1999, son las mismas para las sociedades de seguros de vida y de seguros distintos de los de vida, y aumentan en función del porcentaje de propiedad extranjera, desde 75 millones de pesos para los casos en que ese porcentaje es igual o inferior al 40 por ciento hasta 150 millones cuando se sitúa entre el 40 y el 60 por ciento y 250 millones cuando es superior al 60 por ciento.  Las sociedades mixtas (que ofrecen tanto seguros de vida como seguros distintos de los de vida) deben poseer un capital mínimo de 150 millones de pesos.  Las compañías de reaseguros están sujetas a requisitos de capital mínimo más elevados, que también varían en función de la participación extranjera en el capital.
  Además, las sociedades extranjeras y las compañías de reaseguros nacionales y extranjeras deben depositar en la Comisión de Seguros títulos admitidos por un valor de 300 y 500 millones de pesos, respectivamente, por cada sucursal.
  Otras prescripciones cautelares, tales como los requisitos de solvencia mínimos y los límites de la cartera de inversiones, se aplican uniformemente a las compañías, con independencia de su porcentaje de capital nacional, y sin hacerse distinción respecto de las sociedades extranjeras.  Las autoridades han indicado que las leyes de seguros se aplican por igual a las empresas nacionales y extranjeras.

93. Todas las primas y los productos de los seguros de vida y seguros distintos de los de vida, incluidos los modelos de póliza, los certificados y contratos, los formularios de solicitud, las garantías y los avales, requieren la aprobación de la Comisión de Seguros.  Los modelos de póliza no deben ser contrarios a la ley, la moral y la política pública, y se aprueban con arreglo a las cláusulas uniformes establecidas en el "Libro de modelos".  En general, las primas de seguros distintos de los de vida se aprueban sobre la base de las recomendaciones de la Asociación de Tarificación de Seguros de Filipinas (PIRA).  Las autoridades han indicado que no se aplican incentivos, tales como desgravaciones fiscales, para fomentar la utilización de seguros.

94. La rama de actividad "previsión de necesidades" (realización de pagos en el futuro, cuando se necesiten servicios de salud, enseñanza o pensiones) pertenece parcialmente al sector de los seguros y está sujeta a la reglamentación de la SEC, relativamente liberal en comparación con la aplicada por la Comisión de Seguros.
  Sin embargo, en 2000, la SEC adoptó medidas para suprimir las disparidades de la reglamentación, tales como la fijación de límites a las carteras de inversiones de las compañías de previsión de necesidades.  Asimismo, en agosto de 2001, la SEC introdujo nuevas normas sobre el registro y la venta de planes de previsión de necesidades con arreglo al Código de Reglamentación de Valores para reforzar las prescripciones cautelares.  En virtud de esas normas, los requisitos de capital mínimo desembolsado aplicables a las nuevas compañías de previsión de necesidades aumentaron a 100 millones de pesos, y la moratoria para el registro de tales compañías se prorrogó hasta el 30 de abril de 2002
;  las empresas existentes dispusieron de ese plazo para cumplir los requisitos de capital revisados.  Todos los planes de previsión de necesidades deben registrarse en el SEC y contar con una autorización.  El precio de venta, las condiciones de los planes y la apertura y el cierre de sucursales están sujetos a la aprobación de la SEC.  Como mínimo, el 10 por ciento de las inversiones de los planes de previsión de necesidades debe consistir en valores del Gobierno.  
iii) Telecomunicaciones

95. El sector de las telecomunicaciones se desreglamentó durante el decenio de 1990, mediante la introducción de un marco normativo, aplicado por la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (NTC), que establecía la interconexión obligatoria y no discriminatoria con los servicios de redes.  Son pocos los cambios introducidos en ese marco normativo desde 1999.  La principal legislación por la que se rige el sector de las telecomunicaciones sigue siendo la LR Nº 7925 o Ley sobre la Política de Telecomunicaciones Públicas de 1995.  Sin embargo, la responsabilidad de las políticas de comunicaciones del Departamento de Transporte y Comunicaciones (DOTC) se transfirió transitoriamente, en agosto de 2004, a la Comisión de Tecnología de la Información y las Comunicaciones (CICT), hasta que quedase constituido el Departamento de Tecnología de la Información y las Comunicaciones (DOICT).  La NTC, sigue reglamentando el sector y se transfirió como "organismo anexo" a la CICT por motivos administrativos (hasta el establecimiento del DOICT).  Según las autoridades, la NTC es una entidad cuasijudicial plenamente independiente, y sus decisiones pueden impugnarse en los tribunales.  
96. Las reformas realizadas durante el decenio de 1990 crearon oportunidades más amplias de acceso a los mercados, precios más bajos y más disponibilidad, calidad y opciones de servicio.
  El sector se ha beneficiado de unas condiciones de entrada y salida del mercado relativamente exentas de restricciones y de una mayor competencia.
  El acceso a los mercados se ha liberalizado respecto de la mayoría de los servicios:  llamadas locales, nacionales a larga distancia e internacionales, móviles, transmisión de datos, télex, líneas arrendadas, radiobúsqueda, televisión por cable, y satélite.
  Hay como mínimo dos empresas de explotación de servicios de telefonía fija en cada región.  En 2003, la teledensidad de líneas fijas de abonados era de 4,1 por 100 personas (3,9 en 1999).  Los servicios de telefonía móvil han experimentado un rápido crecimiento, superior al de los servicios de telefonía fija.  En 2002, había 22,5 millones de abonados a teléfonos móviles (6,5 millones en 2000), cifra correspondiente a una teledensidad del 27,8 por ciento (8,5 por ciento en 2000).  Aproximadamente, el 70 por ciento de la población tiene cobertura de telefonía móvil.
  Existe un exceso considerable de capacidad de líneas fijas, cuyo porcentaje de abonados era sólo del 48 por ciento en 2002;  ello se debe en parte a que, en el pasado, los proveedores de servicios de telefonía móvil y telecomunicaciones internacionales estaban legalmente obligados a instalar líneas fijas.

97. La Empresa Filipina de Servicios Telefónicos de Larga Distancia (PLDT), de propiedad privada (con una participación de capital extranjero del 40 por ciento) sigue siendo el proveedor predominante y la mayor empresa nacional de telecomunicaciones a larga distancia.  En 2003 controlaba el 64 por ciento del mercado de líneas fijas y, a través de su filial Smart, el 51 por ciento del mercado de telefonía móvil (45 por ciento en 2000).  Predomina en la región metropolitana de Manila, donde los servicios son los más lucrativos.  El siguiente proveedor de servicios de telefonía móvil en orden de importancia es Globe, cuya parte de mercado era del 45 por ciento en 2003 (40 por ciento en 2000).  La empresa Digital se ha expandido, especialmente en Luzón, y en 2003 poseía el 12 por ciento de las líneas fijas y el 2 por ciento del mercado de teléfonos móviles.

98. La participación comercial del Gobierno en el sector de las telecomunicaciones se limita a la prestación, a través de la Oficina de Telecomunicaciones, de servicios "pioneros" en regiones desatendidas o insuficientemente atendidas.  Esos servicios representan menos del 2 por ciento del mercado.  Para instalar, explotar y mantener un servicio de telecomunicaciones públicas se requiere una franquicia expedida por el Congreso (normalmente, para un período de 25 años), además de un Certificado de Utilidad y Necesidad Públicas (CPCN) emitido por la NTC, que exige que los solicitantes reúnan determinadas condiciones legales, técnicas y financieras y que el servicio ofrecido sea económicamente viable.  En el CPCN se especifica la zona geográfica y el tipo o la clasificación de las actividades.  En general, la NTC concede una autorización provisional para un plazo inicial de 180 días, siempre que el servicio propuesto sea económicamente viable, objeto de una demanda suficiente y de "interés público".  Ese plazo basta para comprobar que el servicio instalado es eficaz y, una vez cumplido, se prorroga por tres años, durante los cuales la empresa debe satisfacer todos los requisitos y demostrar que el servicio es comercialmente viable, eficiente y de interés público.  Aparentemente, se trata de un tipo de prueba de necesidades económicas.  Si el resultado es satisfactorio, la NTC concede una autorización permanente al expedir el CPCN, que suele ser válido para la duración de la franquicia.  En el CPCN se especifican las tarifas aplicables y las disposiciones para la prestación del servicio.  Para poner fin a cualquier servicio se requiere la autorización de la NTC.  Aunque las empresas son titulares de franquicias nacionales, sólo la PLDT presta servicios de centrales locales (incluidos los locutorios públicos) a nivel nacional.
  Otras empresas beneficiarias de franquicias pueden suministrar esos servicios en determinadas zonas geográficas.  Sin embargo, las autoridades han indicado que cualquier persona titular de una franquicia nacional puede solicitar a la NTC autorización para explotar esos servicios.  La segmentación geográfica del mercado puede impedir que las nuevas empresas consigan economías de escala y se beneficien de las externalidades de las redes, limitando su capacidad para competir con la PLDT.

99. La NTC puede eximir determinados servicios de telecomunicaciones de la regulación de tarifas en mercados suficientemente competitivos, a fin de asegurar unos precios "justos y razonables".
  De lo contrario, debe adoptar procesos administrativos para facilitar la entrada de proveedores que reúnan las condiciones establecidas, así como una política de precios que genere rendimientos suficientes para estimular a esos proveedores a suministrar servicios básicos en regiones desatendidas o insuficientemente atendidas y establecer tarifas "justas y razonables" para la viabilidad económica de las entidades.  La NTC establece precios máximos sobre la base de las conclusiones de un analista independiente, y las empresas deben someter las tarifas a la aprobación de esta Comisión.  Se permiten las subvenciones cruzadas, tales como la aplicación de precios más elevados a las llamadas internacionales para mantener más bajas las tarifas de las llamadas locales.  En general, las llamadas locales son gratuitas y se cubren con un abono mensual.

100. La interconexión es aún obligatoria, se ha realizado con lentitud y siempre ha representado un cierto obstáculo para la competencia.
  Son frecuentes las quejas contra la PLDT, propietaria de la red, y contra otras entidades en relación con la interconexión;  los motivos son, entre otros, la excesiva lentitud, la insuficiente capacidad o la desigualdad en las condiciones de acceso.
  La cuantía y la estructura de las tarifas de acceso varían en función del tipo de interconexión, y se aplican por minuto o en régimen de coparticipación en los ingresos.
  Las tarifas de interconexión, que han de ser "razonables y justas" y prever la "subvención cruzada de los servicios locales no rentables" para promover el acceso a los servicios de telefonía, se negocian entre las partes o, a falta de acuerdo, son fijadas por la NTC.  Por consiguiente, las tarifas de acceso se fijan de modo tal que permitan alcanzar las metas de servicio universal mediante una subvención cruzada a los usuarios.  Es un método incompatible con un mercado competitivo, que ayuda a la PLDT a mantener tarifas de acceso más elevadas para restringir los márgenes de beneficio de los participantes.
  En julio de 2002, la NTC publicó nuevas normas y directrices específicas sobre la aplicación de tarifas competitivas al por mayor respecto de la interconexión.  Los contratos de interconexión se negocian con criterios comerciales sobre una base de recuperación de costos y teniendo en cuenta los costos imputables del servicio, el porcentaje de costos generales de la empresa, y la tasa de rendimiento, estimada de modo justo y razonable.
  Los contratos de interconexión deben notificarse a la NTC, que establece las tarifas de acceso de no haber acuerdo entre las partes.

101. La NTC trata de fomentar una gestión del mercado justa y eficaz, incluso dando protección a las entidades frente a las "prácticas comerciales desleales" de otras empresas y a los consumidores frente al abuso de los poderes de monopolio o cuasimonopolio.  Las fusiones y las transferencias de arrendamientos están sujetas a su aprobación.  Las entidades deben suministrar servicios razonables y no discriminatorios a los usuarios finales y no obstaculizar la competencia, por ejemplo, participando en actividades de competencia injusta y desleal, tales como la fijación colusoria de los precios o de la producción.  
102. Están prohibidos los servicios de comunicación por intermediario, "refilling", reventa simple internacional o arrendamiento de redes autorizadas.  No es posible la transferibilidad de los números al cambiar de proveedor ni la preselección.

103. Las telecomunicaciones se consideran un servicio público y la participación extranjera en el capital está limitada por disposición constitucional al 40 por ciento.  Esa limitación restringe la entrada en el mercado, especialmente en los segmentos de mayor intensidad de capital, tales como la banda ancha.  La propiedad extranjera ha alcanzado ya ese límite en la PLDT y en algunas otras empresas.  Los extranjeros no pueden ocupar cargos ejecutivos o directivos, y el número de miembros extranjeros del consejo de administración de una empresa de telecomunicaciones debe ser proporcional al total de su porcentaje de capital extranjero.

104. En el sector de las telecomunicaciones se aplican restricciones a las participaciones cruzadas.  Ninguna entidad puede tener a la vez franquicias de telecomunicaciones y de radiodifusión (radio o televisión), ni por ondas ni por cable.  La participación extranjera en el capital de una red privada de comunicaciones por radio está limitada al 20 por ciento.  La explotación de servicios de televisión por cable y otras formas de radiodifusión y medios de comunicación están reservadas por mandato constitucional a los ciudadanos filipinos.  La explotación de servicios de televisión por cable requiere la autorización de la NTC.

iv) Transporte

a)
Transporte aéreo
105. Filipinas tiene 85 aeropuertos.  Los aeropuertos internacionales están situados en Manila (Aeropuerto Internacional Ninoy Aquino, NAIA), Clark, Subic y Cebú.  Los desplazamientos de pasajeros nacionales descendieron de 6,1 millones en 1999 a 5,5 millones en 2003, pero aumentaron a 7,1 millones en 2004.  En el caso de los pasajeros internacionales, los desplazamientos aumentaron de 7 millones en 1999 a 7,9 millones en 2004, año en que representaron algo más de la mitad de los desplazamientos totales de pasajeros.  El volumen total de cargas transportadas aumentó de 348.000 toneladas a 432.000 toneladas en el mismo período;  en 2004, más de dos tercios de ese volumen correspondieron al transporte internacional de mercancías.  Aproximadamente, el 65 por ciento del tráfico total de pasajeros y el 10 por ciento del tráfico de mercancías se realizan a través del NAIA.  Los servicios de transporte aéreo se consideran servicios públicos, por lo que la participación extranjera en el capital de Philippine Airlines (PAL) y otras compañías de transporte aéreo no puede exceder del 40 por ciento.

106. La Orden Ejecutiva Nº 219 de 1995 sigue siendo el marco normativo para la liberalización progresiva del transporte aéreo.  Los servicios nacionales se liberalizaron a partir de mediados del decenio de 1990.  La supresión del monopolio de PAL permitió la entrada de nuevos participantes, y la cuota del mercado de pasajeros de esa compañía había descendido al 49 por ciento en 1999;  tras aumentar al 67 por ciento en 2003, descendió al 50 por ciento en 2004.  También se suprimieron las restricciones respecto de las rutas y frecuencias nacionales y se desreglamentaron las tarifas aéreas (con sujeción a notificación), excepto en relación con las rutas atendidas por una única compañía de transporte.  La política consiste en disponer al menos de dos compañías en todas las rutas, exceptuando las no rentables.  Los servicios regulares de transporte aéreo interior y la distribución de rutas se gestionan mediante un sistema de permisos en el que los derechos de tráfico se otorgan por orden de llegada.  Las compañías aéreas deben estar en posesión de una franquicia expedida por el Congreso o de un Certificado de Utilidad y Necesidad Públicas (CPCN) expedido por la Junta de Aeronáutica Civil (CAB).  Además, las compañías aéreas deben cumplir los reglamentos de seguridad y demás reglamentos técnicos establecidos por la Oficina de Transporte Aéreo (ATO) del Departamento de Transporte y Comunicaciones (DOTC).  Según parece, en las principales rutas existe una fuerte competencia.

107. La liberalización de los servicios de transporte aéreo internacional tuvo también la finalidad, por ejemplo, de permitir que nuevas compañías filipinas compitiesen con PAL.
  La Orden Ejecutiva Nº 219 prevé la retirada de la autorización de una compañía aérea si ésta no inicia sus vuelos en el plazo de seis meses, a fin de que otras compañías puedan efectuar sus operaciones.  Sin embargo, parecen ser pocas las reformas llevadas a cabo.
  PAL sigue siendo la única compañía nacional designada respecto de la mayoría de las rutas internacionales.

108. En 1999, el Gobierno emprendió la liberalización progresiva de los acuerdos bilaterales sobre servicios aéreos, en gran medida para favorecer el turismo.
  Actualmente, Filipinas mantiene unos 60 acuerdos sobre servicios aéreos, de los que la mitad, aproximadamente, están vigentes.
  Sin embargo, los acuerdos sobre servicios aéreos siguen siendo, en general, restrictivos, conllevan el control de las capacidades y frecuencias y requieren la aprobación de las tarifas por ambas partes.
  Las autoridades han señalado, no obstante, que la liberalización se ha llevado a cabo mediante una política de "cielos abiertos" al aumentar gradualmente la capacidad o las frecuencias en función de la demanda del mercado.  Desde 1999 se han concertado nuevos acuerdos sobre servicios aéreos con Mongolia, Nepal, los Emiratos Árabes Unidos, Nueva Zelandia y Papua Nueva Guinea, y se han revisado varios acuerdos para ofrecer más capacidad, mayores frecuencias y múltiples designaciones de compañías.  Los acuerdos de fletamento son también restrictivos, a menos que los servicios regulares no resulten significativamente afectados.  El cabotaje está prohibido.

109. El Departamento de Transporte y Comunicaciones (DOTC) formula la política de transporte aéreo.  La Junta de Aeronáutica Civil (CAB), "organismo anexo" al DOTC a efectos administrativos, es un órgano cuasijudicial que se encarga de reglamentar los servicios aéreos, incluida la concesión de licencias a las compañías aéreas nacionales e internacionales, la regulación de tarifas, la ejecución de las disposiciones económicas de la legislación, la tramitación de franquicias y la participación en la negociación de acuerdos sobre servicios aéreos.  Las compañías aéreas pueden contratar a extranjeros para puestos técnicos durante los cinco primeros años, y cada extranjero contratado debe tener, como mínimo, dos suplentes filipinos.
  La CAB se encarga también de eliminar la discriminación en las tarifas, la competencia desleal y las prácticas que puedan inducir a error, así como de aprobar las fusiones de compañías aéreas.  Esas cuestiones se tratan en audiencias públicas, en particular cuando hay partes contrarias o reclamaciones.

110. La gestión de los aeropuertos internacionales está a cargo de autoridades aeroportuarias independientes, por ejemplo la Autoridad del Aeropuerto Internacional de Manila (MIAA).  Sólo la MIAA y la autoridad del Aeropuerto Internacional Mactan-Cebú se han constituido en sociedades anónimas.  La Oficina de Transporte Aéreo (ATO) se encarga de la gestión de otros aeropuertos y establece derechos y gravámenes aeroportuarios.  Los derechos de aterrizaje de los vuelos internacionales son superiores a los aplicados a los vuelos nacionales.  Según las autoridades, los servicios auxiliares son suministrados por empresas privadas, no sujetas a limitaciones de participación extranjera en el capital.

b)
Transporte marítimo
111. El transporte marítimo representa directamente el 0,5 por ciento del PIB.  Aproximadamente, el 99 por ciento del transporte de mercancías (el 66 por ciento en términos de valor) se realiza por mar.  En 2003, el transporte nacional de mercancías representó el 54 por ciento del total.  En su mayor parte (el 71 por ciento en 2003) se transporta sin contenedores (a granel o someramente envasada).  El tráfico de pasajeros alcanzó la cifra de 51,7 millones en 2003.  Los elevados costos de la navegación entre islas de que se tiene constancia menoscaban la eficiencia y la competitividad.

112. La Administración de la Industria Marítima (MARINA), "organismo anexo" del DOTC, se encarga de la reglamentación, la supervisión, la promoción y el desarrollo de los cuatro sectores marítimos (navegación nacional, navegación internacional, construcción y reparación de buques, y mano de obra).  La seguridad marítima se rige por los reglamentos nacionales y los convenios internacionales, tales como el de la Organización Marítima Internacional (OMI);  y los buques matriculados en Filipinas están sujetos a las demás normas navales internacionales, por ejemplo al Código Internacional de Gestión de la Seguridad (IGS) y al Código Internacional de Seguridad en Buques e Instalaciones Portuarias (ISPS).  Sólo pueden matricular buques los nacionales de Filipinas o las entidades constituidas en sociedades en el país, autorizadas para participar en la navegación internacional y con un nivel de propiedad extranjera no superior al 40 por ciento.  Las tripulaciones de los buques matriculados en Filipinas deben estar íntegramente compuestas por filipinos, excepto en casos autorizados en que puede permitirse la presencia de un "supernumerario" durante seis meses, como máximo, siempre que desempeñe funciones distintas a las de la tripulación y no interfiera en la gestión del buque.

113. El cabotaje está prohibido, y el transporte marítimo nacional (incluido el interinsular) se limita a los buques de bandera y propiedad filipinas que participen en el comercio interior;  en determinados casos, sin embargo, la MARINA puede conceder exenciones o permisos especiales de carácter temporal que permiten a los buques de matrícula filipina dedicados al comercio internacional llevar a cabo actividades de comercio nacional.
  También se requieren permisos especiales de una validez máxima de un año (renovables por un año más) para que los buques filipinos puedan pasar del transporte marítimo nacional al internacional.  Esos permisos permiten a los buques dedicados al comercio interior ampliar sus operaciones a nivel mundial en determinadas condiciones.
  El transporte de cargas del Estado (incluso el pagado mediante préstamos y créditos públicos) sigue reservado para los buques de bandera filipina.
  Los inversores en servicios de transporte marítimo internacional tienen derecho a una exoneración del impuesto sobre la renta durante 10 años y a exenciones fiscales y arancelarias respecto de los buques importados hasta el 27 de julio de 2014.

Puertos

114. Hay unos 950 puertos privados y públicos.  La Junta Portuaria de Filipinas (PPA) administra, explota y desarrolla la mayoría de los grandes puertos;  los demás son, sobre todo, puertos públicos municipales administrados por departamentos de los gobiernos locales, incluidos los puertos y muelles pesqueros.  Actualmente, la PPA administra 507 puertos, de los que 114 son estatales y 393 privados.  En 2003, el 51 por ciento del transporte total de mercancías, que consistía básicamente en petróleo, productos del petróleo y trigo, se administró en puertos privados.  Algunos puertos públicos, tales como los de Cebú y Subic Bay, creados principalmente como parte de zonas económicas especiales, son administrados por autoridades portuarias independientes.  La PPA fomenta las inversiones del sector privado y la participación en la gestión y explotación de los puertos, las operaciones de carga y descarga y los servicios portuarios, con sujeción a las prescripciones sobre seguridad nacional y bienestar público y a las normas y los reglamentos por los que se rige la explotación de puertos privados.  Las empresas privadas de explotación de puertos registrados en la PPA se benefician de incentivos, tales como una reducción del 50 por ciento de los derechos portuarios de muellaje, atraque y uso.  Dado que los puertos se consideran servicios públicos, la propiedad extranjera está limitada por disposición constitucional al 40 por ciento, como máximo.  La PPA reglamenta también determinados servicios portuarios auxiliares, excluidos los servicios de pilotaje.

115. Según las autoridades, la competencia portuaria, incluso entre los puertos privados reglamentados por la PPA y los puertos públicos, ha aumentado.  Los mayores puertos -la Terminal Internacional de Contenedores de Manila (MICT) y las zonas portuarias del Sur y del Norte, de Manila- son de propiedad pública, pero su explotación está a cargo de empresas privadas mediante concesiones a largo plazo basadas en el modelo de arrendamiento.
  No obstante, el mayor puerto privado comercial, denominado Harbour Centre Port Teminal Inc. (HCPTI) y ubicado asimismo en la Zona Portuaria del Norte, aunque compite con los puertos públicos administrados por empresas privadas de las zonas portuarias del Sur y del Norte mediante la explotación de servicios tanto nacionales como extranjeros, incluidas las operaciones de carga y descarga de cereales, no tiene autorización para manipular cargas extranjeras en contenedores y, por consiguiente, no puede competir plenamente con la MICT.
  La PPA, sin embargo, ha aumentado la competencia al permitir que, desde noviembre de 2002, la Zona Portuaria del Sur, administrada por la empresa privada Asian Terminals Inc.  (ATI), acoja también buques nacionales, y construir una superterminal.

116. Sin embargo, al parecer siguen existiendo restricciones a la competencia, en particular entre los puertos privados y públicos y entre las empresas de manipulación de cargas.  La PPA, al reglamentar la entrada del sector privado mediante la concesión de permisos para la construcción y explotación de puertos, funciona como órgano de promoción, explotación y reglamentación de los puertos, creando con ello potenciales conflictos de intereses entre sus funciones comerciales y normativas que pueden resultar limitadores de la competencia.
  La PPA suele designar a una sola empresa de manipulación de mercancías por puerto, en general por un período de 25 años (renovable por otros 25).  También establece las tarifas de las operaciones portuarias de carga y descarga, pero, según lo indicado por las autoridades, los puertos comerciales privados pueden fijar esas tarifas sin que sea necesaria la aprobación de la PPA.

117. La PPA puede además, fomentar las inversiones privadas en el desarrollo, la explotación y la gestión de proyectos de infraestructura en los puertos públicos mediante acuerdos de construcción, explotación y transferencia, que deben ajustarse a la legislación vigente en la materia.  En un principio se consideró que el proyecto de construcción de la Terminal de pasajeros del Puerto de Calapan sería un proyecto de ese tipo.  Otra opción es una empresa conjunta de la PPA con el sector privado para desarrollar infraestructuras portuarias.  Tales acuerdos deben ser iniciados por el personal directivo superior y ajustarse a las leyes pertinentes.  En ellos, la participación de la PPA en el capital no podría exceder del 49 por ciento.

Transporte marítimo nacional

118. El transporte marítimo es el principal medio de transporte costero e interinsular de cargas y pasajeros.  En 2000 se completó la desreglamentación de las tarifas aplicadas al transporte marítimo de cargas y pasajeros.
  Desde entonces, no se han fijado tarifas, excepto para los pasajeros de tercera clase y los productos básicos de la clase C transportados sin contenedores (principalmente, arroz, maíz, cereales, frutas y hortalizas).
  La Ley de Desarrollo del Transporte Marítimo Nacional (LR Nº 9295, de mayo de 2004) confirmó la autorización otorgada a las empresas de transporte marítimo para establecer sus propias tarifas, siempre que hubiese efectivamente competencia y se respondiese al interés público.
  MARINA interviene en relación con las rutas sujetas a monopolios cuando la competencia sea ineficaz o existan prácticas restrictivas del comercio;  cuando reciba reclamaciones justificadas contra las tarifas aplicadas o los servicios prestados;  cuando detecte, mediante sus actividades de vigilancia (resultados adversos) o en cualquier otra situación "análoga".

119. Las rutas también se han liberalizado.  En 2000 se abrieron todas las rutas que hubiesen estado atendidas por una única empresa durante un período no inferior a cinco años, para permitir la entrada de otra empresa, como mínimo, a menos que esa entrada diese lugar a una competencia "ruinosa".
  Sin embargo, todo parece indicar que MARINA sigue concediendo licencias para la explotación de cualquier ruta sobre la base del volumen de tráfico.
  También aprueba los programas de navegación y la frecuencia del servicio.  Además de la licencia, las empresas de transporte deben obtener un certificado de cumplimiento y tener capacidad económica para suministrar y mantener un servicio seguro, fiable y suficiente, y demostrar a MARINA que el servicio propuesto favorecería el interés público.  Entre los aspectos considerados figuran los efectos económicos y los beneficios del servicio propuesto para la región, incluidas las previsiones de percepción de derechos portuarios, el aumento del número de pasajeros y del volumen de cargas, el pago de impuestos a los departamentos gubernamentales locales y la creación de empleos.

120. A pesar de los efectos beneficiosos de la desreglamentación, tales como la mejora de la calidad del servicio y determinadas reducciones de tarifas, el transporte marítimo nacional sigue siendo relativamente caro y está muy concentrado, tanto respecto de los servicios de pasajeros como del transporte de mercancías.
  La competencia parece ineficaz en muchas rutas importantes.  Cinco compañías de navegación se reparten el 90 por ciento del transporte de pasajeros y cargas en casi todas las rutas primarias y secundarias.
  El transporte marítimo no está sujeto a leyes o reglamentos específicos en materia de competencia, aparte de lo dispuesto en la Constitución, que prohíbe la restricción del comercio o la competencia desleal.  Las autoridades consideran que la desreglamentación del acceso a las rutas y su abandono, reforzadas por la LR Nº 9295, fomentará la competencia.  Sin embargo, la LR Nº 9295 confirma la prohibición del cabotaje.  Permitir el cabotaje para exponer la navegación nacional a la competencia internacional mejoraría la eficiencia y reduciría los costos del transporte marítimo.

121. La política gubernamental consiste en desarrollar el transporte marítimo nacional sobre la base de las inversiones privadas y el establecimiento de un entorno competitivo.  La LR Nº 9295 introdujo diversos incentivos a la inversión, entre ellos la depreciación acelerada y la exención del IVA durante 10 años respecto de las compras de buques de pasajeros y carga de 150 toneladas brutas o más.
  Las importaciones sólo pueden beneficiarse de la exención en caso de que no exista fabricación nacional en cantidad suficiente o de calidad comparable a precios razonables y de que sean realizadas directamente por una empresa nacional de transporte marítimo registrada ante MARINA.

Construcción naval y reparación de buques

122. En el subsector de la construcción y reparación de buques no se imponen límites a la participación extranjera en el capital.  Todas las operaciones de reparación o reconocimiento en dique seco de buques filipinos deben realizarse en astilleros o instalaciones navales nacionales registrados en MARINA.  Previa autorización de MARINA, se aplican exenciones, por ejemplo cuando se requieren reparaciones de emergencia en el extranjero o en el caso de buques que no hacen escala en Filipinas.

123. Para dar impulso al sector, en 2004 se aplicó la exención del IVA y otros incentivos fiscales a las actividades de construcción naval y reparación de buques.  Además, las importaciones de buques se restringirán progresivamente al cabo de 10 años (es decir, en 2014) si para entonces pueden construirse buques comparables en el país.  Esas restricciones se basarán en las evaluaciones anuales de MARINA respecto de la capacidad de los astilleros registrados para construir buques de arqueo inferior a 500 toneladas brutas en cantidad suficiente para atender la demanda.  Si esa capacidad se considera suficiente, se desalentará la importación de tales buques por empresas de transporte nacionales, y se dará prioridad a los buques construidos en astilleros registrados en MARINA para obtener matrícula filipina.

v) Turismo

124. El Gobierno ha reconocido al turismo como un "pilar del crecimiento y el desarrollo".  El turismo representa aproximadamente el 9 por ciento del PIB y es una de las principales fuentes de divisas.  El turismo ha resultado negativamente afectado por los acontecimientos internacionales y la epidemia de SRAS.  No obstante, las llegadas de turistas extranjeros, que habían descendido de 2,2 millones en 1999 a 1,9 millones en 2002, experimentaron una recuperación en 2004 hasta situarse en 2,3 millones de visitantes, debido en gran medida, según las autoridades, a los notables esfuerzos de comercialización desplegados por el Departamento de Turismo (DOT) y al más resuelto apoyo del sector privado.  En su mayor parte, los visitantes proceden de los Estados Unidos (20,4 por ciento en 2004), el Japón y Corea;  las llegadas de asiáticos representan más de la mitad de las visitas.  El DOT se encarga de la formulación de las políticas y tiene condición de "gabinete superior", que le permite asumir más amplias posibilidades de coordinación con los organismos oficiales pertinentes, el sector privado y los departamentos gubernamentales locales para aplicar programas nacionales de comercialización y desarrollo del turismo.
125. El Plan Director del Turismo (TMP) para 1991-2010 sigue siendo el plan básico de desarrollo del turismo.  Las reformas normativas y los programas incluidos en el TMP se han integrado en los diversos planes a medio plazo de desarrollo de Filipinas (MTPDP).  El MTPDP de 2004-2010 presta especial atención a los principales mercados turísticos, tales como China, el Japón, Corea y América del Norte.  Asimismo, se han identificado ocho destinos prioritarios para su intensa promoción, entre ellos figuran los de Cebú/Bohol/Camiguin, Palawan, Manila y Tagaytay.  Según las autoridades, se están creando "zonas empresariales de turismo" seleccionadas por el DOT para suprimir los obstáculos y promover el libre flujo de inversiones y turistas hacia el país y dentro del mismo.  La comercialización y la promoción del turismo se complementarán con el desarrollo de las infraestructuras relacionadas con el turismo y con importantes revisiones de las políticas en materia de visados, servicios de transporte aéreo e infraestructuras necesarias.  Se prevé que el número de visitantes aumente a 2,7 millones en 2005 y a 5 millones en 2010.

126. Se observa la primacía del sector privado en la construcción y el desarrollo de nuevas estaciones balnearias.  No existen restricciones a la inversión extranjera en infraestructuras de turismo o centros vacacionales y se permite el 100 por ciento de participación extranjera en el capital de las instalaciones de alojamiento, las agencias de viaje, los operadores turísticos y la organización de conferencias profesionales.  También está permitida la participación plena en el capital de restaurantes y "empresas del mercado nacional", siempre que el capital mínimo desembolsado exceda de 2,5 millones de dólares EE.UU. y 200.000 dólares EE.UU., respectivamente;  en otro caso, esa participación se limita al 40 por ciento.  Los servicios de transporte de turistas están reservados a los ciudadanos filipinos por mandato constitucional, y algunas otras actividades relacionadas con el turismo y clasificadas como "servicios al por menor" pueden estar sujetas a un límite máximo de inversiones del 40 por ciento.
  En el caso de proyectos turísticos por un valor mínimo de 5 millones de dólares EE.UU., los extranjeros (incluidas las compañías con una participación extranjera en el capital superior al 40 por ciento) pueden alquilar terrenos por un período de 50 años (en lugar del período general de 25 años), renovable por otros 25.
 El Departamento de Trabajo y Empleo reglamenta la contratación de ciudadanos extranjeros en el sector del turismo.

127. De enero a agosto de 2004, el DOT aprobó 30 proyectos de inversión en el sector del turismo que reúnen las condiciones para beneficiarse de incentivos fiscales en el marco del Plan de Prioridades de Inversión anual de la Junta de Inversiones.  Esos proyectos comprendían servicios de transporte de turistas e instalaciones de alojamiento cuya inversión global ascendía a 767,8 millones de pesos.  Las empresas turísticas ubicadas en "zonas empresariales de turismo" pueden beneficiarse también de incentivos a la inversión.

128.
La Autoridad de Turismo de Filipinas (PTA), organismo anexo al DOT, se encarga de la aplicación de los programas de infraestructuras.  Además, la PTA administra diversos centros turísticos y otras instalaciones turísticas de su propiedad plena o parcial, algunos de los cuales están ya en oferta para su privatización.  La PTA recauda el impuesto sobre los viajes aplicado a los ciudadanos y residentes filipinos y a los extranjeros no residentes que vivan en Filipinas desde hace más de un año.
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� Con inclusión de la silvicultura y la pesca, que son sectores relativamente reducidos.  Las partes en el PIB que se indican en el presente capítulo son nominales y se basan en los precios corrientes.  





� Banco Mundial (2004a).  Las partes en el PIB y en el empleo en 2003 indican que la productividad de la mano de obra agrícola fue apenas superior a un tercio del promedio nacional.


� David (2003).





� Clarete (2005);  y David (1997).





� Clarete (2005), página 12.





� Las tasas nominales de protección se estimaron como la diferencia porcentual entre el precio al por mayor interno y el precio en frontera, al tipo de cambio oficial (David, 2003).  





� Hill (2003).





� Clarete (2005).  En 1988, la protección del sector manufacturero, que era del 55,5 por ciento, era muy superior de la protección del 5,2 por ciento concedida a la agricultura.





� David (2003);  Aldaba (2005);  y Clarete (2005).





� Llanto, Geron y Tang (1999).





� Llanto (2001).





� Hasta fines de octubre de 2004, Quedancor, una institución financiera estatal, había otorgado créditos por un total de 171 millones de pesos a 33 instituciones financieras privadas (entre ellas, cooperativas y bancos rurales), de los 300 millones de pesos recibidos del Programa de Crédito y Financiación para la Modernización del Sector Agrícola.  





� La Ley de Reforma Agraria Amplia, de 1988 (Ley de la República Nº 6657) impone límites a los tipos de interés para los préstamos preferenciales, y la Carta Magna para los Pequeños Agricultores (Ley de la República Nº 7607) limita los tipos de interés al 75 por ciento de los niveles del mercado.  





� David (2003).





� En el capital de las empresas de producción, molienda, elaboración y comercialización (a excepción de las ventas minoristas) del arroz y del maíz, se permite hasta un 40 por ciento de participación extranjera.  Se permite el 100 por ciento de propiedad extranjera si, en un plazo de 30 años, al menos el 60 por ciento del capital extranjero pasa a personas filipinas.  





� Filipinas está negociando la continuación del trato especial para el arroz y la prórroga del contingente de importación por un plazo de hasta 10 años con nueve países Miembros de la OMC.  





� Las autoridades señalan que el monopolio del Servicio Nacional de Alimentación (NFA), respecto de las importaciones de arroz se suprimió en julio de 2003, cuando se introdujo el Programa de Agricultores Importadores, cuyo objetivo era permitir a los productores de arroz palay y a otras entidades privadas importar algunas cantidades para satisfacer las necesidades del país, con sujeción al pago de aranceles.  El objeto de esa medida era compartir la carga financiera de la importación de arroz con el sector privado, a fin de poder utilizar los escasos recursos del Servicio Nacional de Alimentación para impulsar la producción nacional en una forma más dinámica y preparar el mercado interno para una posible apertura.  Sin embargo, esas importaciones son relativamente reducidas y el NFA aprovecha los contingentes restantes.  





� El programa FAIR incita a los agricultores a vender arroz paddy al Servicio Nacional de Alimentación, permitiéndoles volver a comprar, en seis meses contados a partir de la fecha de la venta, para su propio consumo, hasta un 25 por ciento de arroz equivalente de las existencias totales de arroz palay.  





� Documento G/AG/N/PHL/23 de la OMC, de fecha 22 de agosto de 2002.





� Roumasset (2000).





� Las autoridades filipinas indican que el precio corriente medio por tonelada de azúcar exportada a los Estados Unidos (alrededor de 864 dólares EE.UU.) fue superior al precio interno (725 dólares EE.UU.), que era de por sí muy superior a los niveles mundiales.





� Documento G/MA/TAR/RS/93 de la OMC, de fecha 1º de julio de 2003;  y Clarete (2005), página 9.  En la Ronda Uruguay, Filipinas se comprometió a reducir el tipo arancelario consolidado fuera del contingente  en cuotas anuales iguales, del 100 por ciento en 1995 al 50 por ciento en 2000.  En 1999, el tipo aplicado fuera del contingente se redujo del 80 por ciento al nivel actual del 65 por ciento.  Dado que los tipos aplicados eran superiores a los tipos consolidados, en enero de 2000 Filipinas solicitó celebrar negociaciones en el marco de la OMC para aumentar las consolidaciones.  Al aumentar el tipo consolidado al 80 por ciento en lugar de al 65 por ciento de los tipos aplicados, ha conservado un margen para poder, en el futuro, aumentar los tipos a los niveles anteriores a 1999.





� Los quedans son permisos que acreditan la propiedad y deben presentarse a la Dirección de Reglamentación del Azúcar para que autorice el despacho de azúcar.





� Al principio del año de cultivo, la Dirección de Reglamentación del Azúcar estima la producción y el consumo de azúcar para determinar las cantidades de azúcar "B" y azúcar "A".  El excedente de la producción se clasifica como azúcar "D".  Cuando hay picos de producción, el "excedente estacional" de azúcar "B" se clasifica como azúcar "C", y no se distribuye para el consumo interno hasta que se reclasifica como azúcar "B", normalmente en la temporada en la que no hay molienda.  





� David (2003).





� Hay un litigio en curso, para determinar si las fábricas de aceite son de propiedad estatal.





� David (2003).


� El inventario para registrar todos los barcos y artes de pesca filipinos (amparados y no amparados por permisos) debía haberse completado el 21 de julio de 2004, para que la moratoria pudiera iniciarse el 22 de julio de 2004 (Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos, Orden Administrativa relativa a la pesca Nº 2003, de 29 de diciembre de 2003).  Sin embargo, esas fechas se prorrogaron hasta el 29 y el 30 de octubre de 2004, respectivamente (Oficina de Pesca y Recursos Acuáticos, Orden Administrativa relativa a la pesca Nº 223-1, de 27 de julio de 2004).  Durante la moratoria no se expedirán permisos de importación de barcos de pesca, con exclusión de los barcos de pesca que operen en aguas distantes o internacionales, o en aguas de otros países que permitan esas operaciones de pesca, y los que se importen para la pesca en aguas distantes y la pesca de altura.


� Si los productos importados no alcanzan los niveles de calidad establecidos, la totalidad del envío se almacena para realizar otros exámenes de laboratorio en forma aleatoria.  Los envíos considerados no aptos para el consumo humano o no conformes a las normas establecidas se devuelven al exportador.





� Se pagan subvenciones de hasta el 7,5 por ciento de los ingresos brutos, a condición de que haya una participación filipina de al menos un 15 por ciento.





� La decisión de la Corte Suprema, adoptada en diciembre de 2004, revocó una decisión judicial de enero de 2004 según la cual las disposiciones de la Ley de Minería de 1995, que permitían la participación extranjera del 100 por ciento, eran inconstitucionales.  





� Durante la revisión, se examinarán las formas de mejorar la legislación, incluido el equilibrio entre los intereses de la industria y de los consumidores (The Philippine Daily Inquirer, "Gov't names oil deregulation review panel", 1º de marzo de 2005).





� Los impuestos sobre el consumo específicos son mayores para la gasolina y para otros productos que no son sensibles desde el punto de vista social.  Se aplican tipos inferiores al queroseno y al diesel, y no se aplican impuestos a los productos residenciales (GLP) y de la industria (fuel oil para la generación de electricidad).  El Gobierno se propone aumentar los impuestos sobre el consumo aplicados al petróleo, como parte de la reforma del sistema de ingresos.  





� Los niveles anteriores eran de 30 días para los refinadores, 15 días para los proveedores a granel y siete días para los proveedores de GLP.  





� Las autoridades indican que el Gobierno no tiene previsto desprenderse de su participación en Petron, dado que ello fortaleció la función estratégica del Gobierno en lo que respecta a garantizar un suministro constante y suficiente de productos de petróleo a precios razonables.  Caltex cerró su refinería a fines de 2003 y ahora importa productos de petróleo.





� The Philippine Star, "GMA to certify bill mandating oil companies to use ethanol", 28 de febrero de 2005.


� The Manila Bulletin, "Coal utilization up 28.7%", 3 de marzo de 2005.





� Los permisos se otorgan si el gasoducto o la instalación es compatible con la política general, si el solicitante cuenta con los recursos financieros y la capacidad técnica necesarios, y si la instalación se explotará en forma competitiva.  





� La Constitución también limita la participación de los inversores extranjeros en el órgano administrativo de cualquier empresa de servicios públicos a su parte proporcional del capital, y todos los funcionarios ejecutivos y administrativos deben ser nacionales filipinos.  





� Las tasas de transmisión, distribución o suministro serán "justas y razonables" y se fijarán sobre una base "desagregada".  Los precios entre el proveedor de gas y los grandes usuarios finales, como las plantas de generación eléctrica, se contratan a través de acuerdos de compraventa que no requieren la aprobación de la  Comisión de Reglamentación de la Energía.





� Se otorga el aplazamiento cuando se demuestra que es necesario para permitir una planificación eficiente de la infraestructura y la acumulación de la demanda inicial necesaria que justifique la inversión en sistemas de transmisión o de distribución, y para garantizar un suministro estable.





� Conservarán la propiedad y el control de los activos y la Comisión de Reglamentación de la Energía continuará reglamentándolas.





� Dado que alrededor de una tercera parte de las obligaciones de la Corporación Nacional de la Energía consiste en préstamos y valores en divisas, la Corporación se encuentra considerablemente expuesta a fluctuaciones de los tipos de cambio, sobre todo la depreciación del peso contra el dólar de los Estados Unidos.  Los préstamos que han tomado han representado alrededor de la mitad de las obligaciones contingentes de las entidades de propiedad estatal.  





� NPC, Power Hotline, 30 de agosto de 2004.  





� Para facilitar la privatización, el Gobierno absorbió 200.000 millones de pesos de la deuda de la Corporación Nacional de la Energía correspondiente a 2005.





� Se aplican subvenciones cruzadas, por ejemplo, entre clientes de Luzón y especialmente de Manila, que pagan precios muy superiores a los que se aplican en las redes de Visayas y Mindanao, y entre usuarios industriales y comerciales, y usuarios residenciales.  La eliminación total de las subvenciones cruzadas en las redes está prevista para octubre de 2005, y a partir de agosto de 2004, unas 56 empresas de distribución han suprimido, en diversas medidas, las subvenciones cruzadas entre clientes (10 de ellas han suprimido las subvenciones por completo, y otras ocho, las han eliminado en sus dos terceras partes).  La eliminación completa de estas subvenciones está prevista para julio de 2006.  Después de la liberalización y la inauguración del mercado competitivo al contado, el cargo universal incluirá también un gravamen a los consumidores para sufragar la deuda impaga de la Corporación Nacional de la Energía y la electrificación rural.





� La Ley de Reforma de la Energía Eléctrica estableció la aplicación de una tasa universal a los usuarios finales para sufragar:  a) las deudas y costos contractuales impagos de la Corporación Nacional de la Energía, incluidos los servicios de distribución, b) la electrificación de fomento, c) la equiparación de los impuestos y las regalías entre los recursos energéticos indígenas o renovables y los combustibles para energía importados, d) el gravamen ambiental, y e) el fondo de "mitigación" para la eliminación de las subvenciones cruzadas.  





� Se han excluido de la privatización, hasta 2010, dos plantas hidroeléctricas.  La NPC seguirá explotando todos los activos de la generación no vendidos en nombre de la PSALM a través de un contrato de explotación y mantenimiento.  





� Las autoridades esperan recaudar entre 4.000 y 5.000 millones de dólares EE.UU. para ayudar a pagar las deudas de la NPC, de 9.000 millones de dólares (Financial Times, "Manila power plant sell�off delayed amid transport strike", 26 de noviembre de 2004).  





� La metodología de costo evitable a largo plazo establece precios para garantizar la viabilidad a largo plazo del sector de la generación.  Incluye los siguientes aspectos:  a) el promedio ponderado de los gastos de capital;  b) los gastos de capital de la construcción de la planta;  c) costos de explotación y mantenimiento fijos y variables;  d) los costos del combustible;  e) los seguros, y f) las variaciones en el tipo de cambio peso-dólar.





� La ERC establece por separado las tarifas de generación y transmisión desde junio de 2002.





� La Ley relativa a la reforma de la rama de producción de la energía eléctrica establece directrices competitivas para garantizar la independencia del suministrador de transmisión (artículo 45).  Ninguna empresa de generación o distribución está autorizada a tener intereses en TRANSCO o su concesionario ni directa ni indirectamente.





� Una primera licitación llevada a cabo en 2003 se anuló al recibirse una sola oferta.  La PSALM invitó después a las partes interesadas a presentar ofertas;  en agosto de 2004 recibió cuatro, que sin embargo fueron posteriormente anuladas.  





� Para 2005, la TRANSCO podrá aumentar el ingreso máximo permitido con las variaciones del índice ponderado (compuesto de las variaciones del IPC y de los tipos de cambio filipinos y estadounidenses) y recuperar cualquier deficiencia correspondiente a 2004.





� El ingreso máximo permitido se establece sobre la base de los siguientes elementos correspondientes al servicio público:  a) la base de activos regulada;  b) los gastos de explotación y mantenimiento;  c) los pagos del impuesto de sociedades, entre otros;  d) la depreciación regulada;  y e) el rendimiento del capital.  Se ajustará anualmente conforme a la variación del índice ponderado (IPC de Filipinas y de los Estados Unidos), los movimientos de los tipos de cambio y los factores de ajuste que corresponda para corregir al alza o a la baja con respecto al año precedente.





� Las cargas deben basarse en la plena recuperación de "los costos prudentes y razonables, u otros principios que promuevan la eficiencia", que establece la ERC (artículo 25 de la Ley relativa a la reforma de la rama de producción de la energía eléctrica).





� Entre las reformas de la Ley relativa a la reforma de la rama de producción de la energía eléctrica necesarias antes de introducir la competencia minorista destacaron la aprobación de las tarifas desagregadas de transmisión y distribución;  la aplicación inicial del régimen de eliminación de las subvenciones cruzadas;  la privatización de al menos el 70 por ciento de la capacidad total de los activos de generación de la NPC en Luzón y Visayas;  y la transferencia de al menos el 70 por ciento de la gestión y el control de la producción energética total de las plantas de electricidad que tienen contrato con la NPC a los administradores de los Planes de Inversión Prioritaria.





� Hill (2003).  Las proporciones del PIB y del empleo en 2003 sugieren que la productividad de la mano de obra en las manufacturas fue superior al doble del promedio nacional.





� Aldaba (2005), por ejemplo, la elaboración de productos cárnicos y la molienda de arroz y maíz tienen tipos efectivos superiores al 40 por ciento.





� Medalla y Aldaba (2003).





� Las políticas comerciales anteriores habían creado una "estructura competitiva imperfecta caracterizada por economías de escala no puestas en práctica y malos resultados en materia de crecimiento económico" al favorecer a la industria pesada frente a la ligera, las manufacturas de sustitución de importaciones frente a las exportaciones y la agricultura, y a los bienes de consumo frente a los bienes de capital y los bienes intermedios (Medalla, 1998).





� Austria (2001b).  





� Medalla y Aldaba (2003);  y Aldaba (2005), página 3.  El PRA IV, aprobado antes de que se destituyese al Presidente Estrada, duró poco, ya que el nuevo Gobierno respondió a la presión de determinados grupos de interés demorando la reestructuración de los aranceles, bien creando aranceles o posponiendo las reducciones previstas de los tipos.





� Medalla y Aldaba (2003);  y Aldaba (2005).





� Esta práctica de invertir los aranceles puede socavar los beneficios en términos de eficiencia resultantes de la anterior liberalización comercial (Banco Mundial, 2004g);  y Clarete (2005).





� Clarete (2005).  Por ejemplo, el aumento de los aranceles NMF del 3 al 7 por ciento en el acero laminado en frío y en caliente en rollos parece que estaba relacionado con la expansión de las acerías de Iligan City tras la venta de la Empresa Nacional del Acero, financieramente insolvente, a un consorcio que solicitó protección (Today Business, "DTI pushing to review WTO commitments", 6 de febrero de 2005).  Análogamente, los aranceles relativamente altos, en particular un aumento del 7 al 10 por ciento en determinados productos acabados del plástico de ramas de producción correspondientes a fases más avanzadas de la cadena de producción, parecen haber estado relacionados con el establecimiento de la primera instalación de "naphta cracker" del país, que aún no ha cristalizado (The Philippine Star, "TRM rejects JG Summit Petrochem’s bid for another extension", 28 de febrero de 2005).


� APEC (2005b), página 10.





� Materiales de construcción, electrónica, alimentación, regalo y decoración de vacaciones, artículos de uso doméstico, servicios de tecnologías de la información y posibilitados por ellas, productos del mar, partes y componentes de vehículos a motor, productos orgánicos y naturales, y "artículos que se pueden llevar", como productos del cuero, calzado, joyas y sombreros.





� En 2004, el promedio de utilización de los contingentes fue del 52,4 por ciento para 53 categorías de productos sometidos a limitaciones específicas:  54,9 por ciento para los Estados Unidos (30 categorías de productos, pero con un promedio del 92,6 por ciento en 14 de ellas), 46,2 por ciento para la UE (9 categorías de productos) y 38,3 por ciento para el Canadá (14 categorías de productos).





� Aldaba (2000).





� Aldaba (2005), página 12.





� El tipo arancelario sobre los conjuntos totalmente por montar utilizados en el montaje de coches de pasajeros se redujo del 10 al 3 por ciento en 2004.





� Los tipos especiales son del 2 por ciento hasta 600.000 pesos;  del 20 por ciento entre 600.000 pesos y 1.100.000 pesos;  del 40 por ciento entre 1.100.000 y 2.100.000 pesos;  y del 60 por ciento a partir de 2.100.000 pesos.





� El plan de contenido nacional contribuyó a elevar los costos del montaje, ya que muchas partes de producción nacional no eran competitivas (Aldaba, 2000).  Los planes de contenido nacional son fundamentales para determinar la distribución de la asistencia total, que se establece sobre todo mediante aranceles a las importaciones de vehículos, entre los montadores y los fabricantes de componentes.





� Es necesario registrarse, según las autoridades, para evitar que los montadores copien los modelos (se registra un modelo o marca para un montador autorizado) y para garantizar la comercialización y viabilidad del modelo.





� Aldaba (2000).





� Aparentemente, la Presidenta prevé elevar los aranceles sobre las importaciones de vehículos usados si el Tribunal Supremo rechaza el recurso del Gobierno y confirma la ilegalidad de la prohibición (The Philippines Star, "Palace seeks tax hike on used vehicle imports", 1º de marzo de 2005).  





� Conforme a la Constitución, la ratificación exige la aceptación por parte del Senado.  Ambos protocolos se enviaron al Congreso en diciembre de 2004 para su aprobación, que se espera tenga lugar próximamente (APEC, 2005b, página 13).  





� Los cuasi bancos se dedican a actividades de préstamo de fondos emitiendo, endosando o aceptando sustitutos de depósitos para el représtamo o la compra de activos exigibles y otras obligaciones.





� FMI (2004c), página 9;  y Milo (2002).





� Los bancos universales son bancos comerciales con funciones más amplias, como, por ejemplo, actividades propias de establecimientos de inversiones o inversión en empresas no asociadas;  asimismo, pueden poseer hasta el 100 por ciento de cajas de ahorros, bancos rurales o empresas financieras o no financieras asociadas o el 51 por ciento de una empresa de seguros.  Los bancos normales (bancos comerciales) pueden hacer lo mismo, menos poseer empresas de seguros, y su capital en otras instituciones financieras no bancarias (como empresas de arrendamiento financiero y de tarjetas de crédito) está limitado al 40 por ciento.  Las cajas de ahorro son los bancos de ahorro, los bancos de desarrollo privados y las sociedades de ahorro y crédito inmobiliario en valores.  Hay un banco islámico (Al-Amanah Islamic Investment bank of the Philippines), supervisado por el Banco Central.  Asimismo, hay dos bancos estatales especializados (el Development Bank y el Land Bank), que financian actividades o sectores específicos, como el desarrollo agrícola e industrial.





� Los bancos universales privados nacionales tienen el 57,6 por ciento del total de los activos bancarios.





� El número total de bancos universales y comerciales disminuyó durante este período de 52 a 42;  por su parte, el número total de instituciones bancarias disminuyó de 976 a 893.  





� Los cinco bancos principales, con sus respectivas proporciones de los activos totales, fueron el  Metropolitan Bank (13,6 por ciento), Bank of the Phil Islands (10,4 por ciento), Land Bank (8,3 por ciento), Equitable PCI Bank (8,3 por ciento), y Citibank, N.A.  (6,5 por ciento).  





� Otro banco, la Philippine Trust Company, era filipino en un 99,9 por ciento.





� Los tres bancos estatales especializados pasaron a ser bancos universales a mediados de los años noventa.  El Philippine National Bank (PNB) se privatizó parcialmente en 1989 (30 por ciento) y 1996 (24 por ciento).  El 46 por ciento de capital público restante fue desinvertido posteriormente, y actualmente la propiedad extranjera es del 19 por ciento.





� Dos bancos comerciales sufrieron dificultades por la crisis, pero fueron adquiridos por dos nuevos bancos extranjeros.  Otros dos bancos comerciales quebraron como consecuencia de la crisis (el Orient Bank en 1998 y el Urban Bank en 2000), pero debido mayormente a fraudes o abusos internos (Milo, 2002).





� FMI (2004a), páginas 11 y 18.





� Los bienes inmuebles y de otro tipo en propiedad o adquiridos son propiedades y bienes muebles utilizados como garantía y adquiridos por los bancos para liquidar préstamos impagos.





� The Philippine Star Business, "Banks' NPL ratio down to 12.72% as of Dec '04", 28 de febrero de 2005.





� Hay un proyecto de ley para ampliar la legislación relativa a los SPV.





� Pasadilla y Milo (2005).





� El Bank of China recibió en 2000 una licencia para sustituir al Development Bank of Singapore, que devolvió su licencia para comprar el 60 por ciento del Bank of Southeast Asia, con base en Filipinas, en 1998.  





� Esta disposición también permitía a los bancos extranjeros que adquiriesen el 60 por ciento de las acciones con derecho a voto de un banco nacional antes de la Ley de la República Nº 8791 para adquirir hasta el 100 por ciento, una vez más si lo autorizaba la Junta Monetaria.  Cuatro bancos han aprovechado esta posibilidad y han aumentado su propiedad hasta el 100 por ciento.





� La política futura consiste en someter todas las solicitudes de fusión y consolidación a un análisis de presión para garantizar su viabilidad sin esos incentivos.





� La Constitución confía expresamente al BSP la función de supervisión de los bancos.





� La escritura de constitución de los bancos debe registrarse en la SEC.  Para ello se precisa un certificado de licencia de operaciones expedido por la Junta Monetaria.





� Los cuasibancos participan en el préstamo de fondos mediante la expedición, el aval o la aceptación de sustitutos de depósito para nuevo préstamo o compra de activos exigibles y otras obligaciones.





� La Junta Monetaria puede autodesignarse interventora de un banco en dificultades hasta cerciorarse de que el banco puede efectuar operaciones por sí mismo.  En el caso de un banco insolvente, puede nombrar administradora a la PDIC, que dispondrá de 90 días para decidir el saneamiento o la liquidación del banco.  El activo de los bancos liquidados se vende para pagar a los acreedores, de conformidad con lo dispuesto en el Código Civil.





� La LR Nº 7653 transfirió las funciones de administración judicial y liquidación de bancos rurales del BSP a la PDIC.





� Las prescripciones de capital mínimo aplicables a las cajas de ahorro ascienden a 325 millones de pesos en la zona metropolitana de Manila y a 52 millones de pesos en el resto del país, y varían entre 2,6 y 26 millones de pesos para los bancos rurales, según su ubicación.





� Los posibles fallos en las prácticas de contabilidad, por ejemplo en la valoración de bienes raíces propios o adquiridos, o la declaración incompleta de los activos en riesgo debido a deficiencias en la clasificación de los préstamos, pueden ocultar los verdaderos coeficientes de garantía, mucho más bajos, por lo que tal vez sea necesaria una recapitalización para incrementar la capacidad de recuperación del sector (FMI, 2004a, página 11;  y FMI, 2005, página 14).





� Se incluyen los bancos islámicos;  pero, debido a que sólo se cubren los depósitos convencionales, los depósitos de inversiones generales y especiales en esos bancos quedan excluidos del seguro de depósito.  





� En caso de que una quiebra bancaria imprevista provocase una merma del DIF, la PDIC podría obtener un empréstito del BSP o de cualquier banco designado como depositario oficial o agente fiscal, y emitir pagarés (con aprobación del Presidente).





� Mediante la colocación de depósitos, la PDIC entrega fondos, en general como depósitos a plazo, a los bancos en dificultades.  Sólo se otorga asistencia financiera cuando la PDIC determina que su costo estimado es inferior al de los reembolsos del seguro de depósitos, la administración judicial y los gastos netos de liquidación de las recuperaciones en caso de que la Junta Monetaria cierre el banco o decida que ese cierre tiene consecuencias sistémicas.





� FMI (2005).





� Milo (2003), página 14.





� Los requisitos de capital mínimo son de 150 millones de pesos para sociedades con una participación extranjera en el capital no superior al 40 por ciento, de 300 millones cuando esa participación se sitúa entre el 40 y el 60 por ciento, y de 500 millones cuando la participación extranjera es superior al 60 por ciento.





� Milo (2000).  Las compañías de reaseguros deben invertir en obligaciones del Estado, salvo que tengan autorización del Departamento de Hacienda.





� Milo (2000).





� Las compañías adquirentes de empresas ya existentes que cumpliesen los nuevos requisitos de capital quedaron excluidas de la moratoria.  





� APEC (1998).





� UIT (2002).





� En 2002 había 74 empresas de explotación de centrales locales (76 en 1999), 14 empresas de explotación de servicios entre centrales (12), 11 proveedores de servicios internacionales, 7 empresas de explotación de telefonía móvil (5), más de 180 proveedores de servicios de valor añadido (128), incluidos 53 proveedores de servicios de Internet, y 19 proveedores de servicios por satélite.





� El objetivo era alcanzar una cobertura de telefonía móvil del 100 por ciento en las principales capitales y ciudades para 2004.





� Cada proveedor de telecomunicaciones internacionales y servicios de telefonía móvil tenía que instalar 400.000 y 300.000 líneas fijas, respectivamente, en el plazo de cinco años, y las nueve empresas interesadas habían instalado unos 4 millones de líneas adicionales en 2000, de los que sólo se utilizaba el 29 por ciento.  Por consiguiente, si bien la teledensidad de líneas fijas instaladas aumentó rápidamente y, según las previsiones, debería pasar del 9,1 por ciento en 2000 al 12,7 por ciento en 2004, la teledensidad de líneas de los abonados ha aumentado mucho más despacio.





� Su franquicia para prestar cualquier servicio de telecomunicaciones a escala nacional se prorrogó en 1991 hasta 2028.





� Abrenica y Llanto (2003).





� Aunque la "competencia suficiente" no se define, la legislación prevé un "entorno competitivo favorable" en virtud del cual "las empresas pueden adoptar decisiones comerciales y obrar recíprocamente en la prestación de servicios con miras a promover su viabilidad financiera y, al mismo tiempo, mantener precios asequibles".





� UIT (2002).





� Abrenica y Llanto (2003).





� Los contratos de la PLDT establecen tarifas de acceso por minuto para las telecomunicaciones internacionales y la interconexión de telefonía móvil para llamadas locales, y coparticipación en los ingresos respecto de las llamadas interurbanas para los proveedores de servicios entre centrales y de telefonía móvil.





� Abrenica y Llanto (2003).





� Las tarifas se calculan para recuperar sólo la parte imputable de los costos eficientes de explotación y mantenimiento;  obtener el rendimiento de un nivel adecuado de inversiones en bienes necesarios para prestar el servicio a lo largo de su vida útil razonable (es decir, la depreciación económica);  y lograr un rendimiento razonable de las inversiones.





� Austria (2001a).





� Se permitió la participación de otra compañía aérea para asegurar, como mínimo, la presencia de dos compañías internacionales, o un número superior si las compañías seleccionadas no podían atender las concesiones previstas en los vigentes acuerdos de servicios aéreos.





� Austria (2001c).





� En 2004, PAL poseía el 28 por ciento del mercado internacional de pasajeros, y las compañías extranjeras disponían del 70 por ciento.  La empresa nacional Cebu Pacific explotaba un número limitado de vuelos internacionales y tenía una participación del 2 por ciento en ese mercado.





� Austria (2001c), página 4.





� Los principales derechos de tráfico negociados son los de tercera, cuarta y quinta libertades.





� Austria (2001c).





� APEC (2005b), página 14.





� Banco Mundial (2004f).





� Pueden concederse permisos especiales cuando a) no haya buques que presten servicios en la ruta o la zona propuesta, b) no se disponga de ningún buque local adecuado que cumpla los requisitos de navegación, c) el buque propuesto sea contratado por entidades privadas o públicas, y d) en el caso de los buques dedicados al transporte de turistas, el itinerario comprenda escalas en puertos nacionales.  Las tarifas de transporte de mercancías no se tienen en cuenta para determinar la disponibilidad de servicios nacionales idóneos.  Los permisos especiales tienen una duración máxima de tres meses y las exenciones se limitan a un año.





� Pueden concederse permisos especiales respecto de los buques dedicados al comercio interior que a) realicen operaciones en Brunei-Indonesia-Malasia-Filipinas (BIMP)-Zona de Crecimiento del Este de la ASEAN (EAGA), b) participen en operaciones de líneas regulares que incluyan puertos extranjeros en sus rutas comerciales, o c) participen ocasionalmente en el comercio con el extranjero.  La gestión, el control operacional y la tripulación de tales buques debe estar totalmente a cargo de nacionales filipinos.





� Se permiten algunas exenciones, por ejemplo cuando no se disponga de buques adecuados de bandera filipina a tarifas de flete razonables y en un plazo prudencial.





� Siempre que a) al menos el 85 por ciento de los ingresos netos se reinvierta en la construcción, modernización o adquisición de buques, incluido el equipo conexo, b) esas inversiones se mantengan durante el período de exención del impuesto sobre la renta o hasta que se realice el pago total, según qué plazo sea más corto.





� Por ejemplo, la empresa International Container Terminal Services Inc. (ICTSI) administra y explota la MICT mediante una concesión de 25 años en cuyo marco paga derechos fijos y variables a la PPA.





� El permiso concedido por la PPA a HCPTI en junio de 2002 comprende la totalidad de las operaciones comerciales nacionales, con inclusión de buques de cualquier tipo y el transporte de mercancías en contenedores o de otro modo, pero excluye las mercancías extranjeras transportadas en contenedores.


� Banco Mundial (2004f).





� Se suprimió el proceso de fijación de tarifas por los consejos consultivos de transporte marítimo nacional (compuestos por expedidores, consumidores, empresas de transporte y representantes gubernamentales).





� Las tarifas de los pasajeros de tercera clase se fijan a precios inferiores al costo y son objeto de subvención cruzada mediante las tarifas aplicadas a las cargas (Austria, 2002).  Las empresas de transporte deben asignar el 50 por ciento de la capacidad de pasajeros a la tercera clase, salvo exención del DOTC para la modernización de los buques o las instalaciones.  





� MARINA determina la "equidad" de las tarifas de pasajeros y cargas aplicadas en las rutas sujetas a monopolio, y está facultada para adoptar las disposiciones necesarias que aseguren "la estabilidad razonable de las tarifas de pasajeros y cargas e intervenir para proteger el interés público".





� La competencia sería ruinosa si una empresa existente a) transportase cargas por debajo del "coeficiente anual de carga sin pérdidas ni ganancias", determinado por MARINA, b) hubiese sufrido pérdidas, constatadas mediante auditoría, durante los dos últimos años, o c) estuviese en cualquier otra circunstancia considerada "análoga" por MARINA.  Ésta podría autorizar aún la actividad de otra empresa de transporte por motivos de interés público.  Las empresas pioneras, es decir, que presten un servicio en una nueva ruta o introduzcan un servicio tecnológicamente avanzado en una ruta existente, gozan de protección frente a la competencia durante un período máximo de cinco años.





� Banco Mundial (2004f).





� Austria (2002).





� Banco Mundial (2004f).





� Austria (2002).





� La exención del IVA se aplica también a otros productos, tales como motores y piezas de repuesto.





� Los buques importados deben ser también "razonablemente necesarios", destinarse al uso exclusivo por empresas nacionales de transporte marítimo registradas, y estar aprobados por MARINA.  Su antigüedad no debe ser superior a 15 años en el caso de los buques de pasajeros y cargas, de 10 años en el caso de los buques-cisterna, y de cinco años, si se trata de buques de pasajeros de gran velocidad.  





� APEC (2005b), página 15.





� Ese plazo se aplica también a otros usos prioritarios de la tierra, como por ejemplo el establecimiento de polígonos industriales, plantas de ensamblaje o transformación, empresas agroindustriales, y acondicionamiento para uso industrial o comercial (APEC, 2005).





� Los extranjeros pueden ser contratados como guías turísticos sólo si no hay filipinos disponibles (APEC, 2005).








